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Cu.derno1 de 
tr•nspuencl• 

PRESENTACIÓN 

DESDE SU FUNDACIÓN, EL INSTITUTO FEDERAL DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (IFAI*) fijó 
entre sus prioridades la realización de 
una política editorial amplia e intensa 
que fuera un vehículo clave para difun­
dir los principios y las normas de un 
derecho que en nuestro país se encon­
traba incipiente, como era el derecho a 
la información. 

Se estaba consciente de que las 
responsabilidades de la institución y 
su marco jurídico de aplicación, impli­
caban una nueva etapa en la vida po­
lítica, económica y social de México, y 
que había la necesidad de generar toda 
una cultura que estuviera en armonía 
con la transformación legal y con las 
posibilidades que, hasta ese momento, 
eran desconocidas por la ciudadanía 
y que se le ofrecían para el escrutinio y 
rendición de cuentas de los funcionarios. 

Esta nueva etapa de nuestra evolu­
ción democrática tenía como principal 
obstáculo una cultura de opacidad y 
una actitud patrimonialista de los fun­
cionarios sobre la información pública 
que generaban. 

El cambio exigía transitar a otra 
pauta de trabajo institucional que no 
asumiera la transparencia y el acceso 
a la información poco convincente con 
la que simplemente se tendría que li­
diar, mientras pasaba de moda, sino que 
se trataba de un valor agregado de la 
política y el servicio público que había 
llegado para quedarse y que era insos­
layable, legal y éticamente, para darle 
cabal cumplimiento. 

La implementación de la Ley Federal 
de 1tansparencia y Acceso a la Informa­
ción Pública Gubernamental también 
exigía, y sigue exigiendo, de la participa­
ción ciudadana. De nada o de muy poco 
valía toda esta nueva cruzada legisla­
tiva si no se contara con el apoyo y li­
derazgo participativo de los ciudadanos 
para ejercer en la letra y en su espíritu 
los derechos que se le otorgan. 

El decreto por el que se adiciona 
con un segundo párrafo el artículo 6° de 
la Constitución mexicana es una nueva 
etapa de la transparencia y el derecho 
de acceso a la información. Constitu­
ye un avance en la calidad de nuestra 



6

democracia, pues profundiza y amplía 
las relaciones entre la sociedad civil y 
poder público, lo que una vez más exige 
de una nueva cultura política y cívica de 
los funcionarios y la corresponsabilidad 
de los ciudadanos. 

El texto que tiene usted en sus ma­
nos, es una explicación sencilla y acce­
sible de este cambio constitucional. Su 
autor, Sergio LópezAyllón, es pionero en 
el estudio del tema y está ampliamente 
reconocido por su seriedad académica, 
cualidades que le permiten abordar el 
derecho al acceso a la información en 
forma integral. fácil y amena. desde su 
historia, su evolución, sus limitaciones, 
alcances, obstáculos y nuevos desafíos. 

Este Cuaderno se inscnbe en el pro­
yecto editorial del IFAI, encaminado 
a formar eslabones de información y 
orientación cada día más sólidos, entre 
los temas nuevos de nuestra democra­
cia y la sociedad mexicana. 

Instituto Federal de Acceso 
a la Información Pública (IFAI) 

•En virtud de la reforma al artículo sexto de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada 
en el Diario Oficial de Ja Federación el 7 de febrero de 
2014, y de la publicación de la Ley General de 'Itanspa­
rencia y Acceso a la Información Pública, el IFAI cambió 
su denominación por el de Instituto Nacional de 'Itans­
parencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (INAI). 
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INTRODUCCIÓN 

EL 20 DE JULIO DE 2007 SE PUBLICÓ EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN el decreto por el 
que se adiciona con un segundo párrafo 
el artículo 6º de la Constitución mexica­
na. El texto vigente de este artículo esta­
blece lo siguiente: 

Artículo 6º. La manifestación de 
las ideas no será objeto de nin­
guna inquisición judicial o admi­
nistrativa, sino en el caso de que 
ataque a la moraL los derechos de 
tercero, provoque algún delito, o 
perturbe el orden público; el dere­
cho de réplica será ejercido en los 
términos dispuestos por la ley. El 
derecho a la información será ga­
rantizado por el Estado. 
Para el ejercicio del derecho de 
acceso a la información, la Fede­
ración, los Estados y el Distrito 
Federal, en el ámbito de sus res­
pectivas competencias, se regirán 
por los siguientes principios y ba­
ses: 
I. Tuda la información en posesión 
de cualquier autoridad, entidad, 

órgano y organismo federal, esta­
tal y municipal, es pública y sólo 
podrá ser reservada temporalmen­
te por razones de interés público 
en los términos que fijen las leyes. 
En la interpretación de este dere­
cho deberá prevalecer el principio 
de máxima publicidad. 
II. La información que se refiere a 
la vida privada y los datos perso­
nales será protegida en los térmi­
nos y con las excepciones que fijen 
las leyes. 
III. Toda persona, sin necesidad 
de acreditar interés alguno o jus­
tificar su utilización, tendrá ac­
ceso gratuito a la información 
pública, a sus datos personales o 
a la rectificación de éstos. 
rv. Se establecerán mecanismos 
de acceso a la información y pro­
cedimientos de revisión expeditos. 
Estos procedimientos se sustan­
ciarán ante organismos especia­
lizados e imparciales, y con au­
tonomía operativa, de gestión y 
de decisión. 
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V. Los sujetos obligados deberán 
preservar sus documentos en ar­
chivos administrativos actualiza­
dos y publicarán a través de los 
medios electrónicos disponibles, 
la información completa y actua­
lizada sobre sus indicadores de ges­
tión y el ejercicio de los recursos 
públicos. 
VL Las leyes determinarán la ma­
nera en que los sujetos obligados 
deberán hacer pública la infor­
mación relativa a los recursos pú­
blicos que entreguen a personas 
físicas o morales. 
VII. La inobservancia a las dispo­
siciones en materia de acceso a la 
información pública será sancio­
nada en los términos que dispon­
gan las leyes. 

Esta modificación a la Constitución es­
tableció el acceso a la información como 
un derecho fundamental de todos los 
mexicanos. Punto de llegada, culmina una 
historia en la que, a lo largo de casi tres 
décadas, fue ganando terreno la idea 
de que el reconocimiento constitucio­
nal de este derecho consolidarla las ba­
ses de la democracia mexicana. 

Simultáneamente punto de partida, 
la reforma marca el inicio de un proce­
so de cambio institucional y cultural de 
gran envergadura que debe perfeccionar 
a nuestras instituciones, facilitar la ren­
dición de cuentas y construir mejores 
ciudadanos, con más podei; pero también 
con mayores responsabilidades. 

Este Cuaderno tiene como propósito ex­
poner cuáles son el contenido y raciona­
lidad del derecho de acceso a la infor­
mación; cuáles sus limitaciones y sus 
implicaciones para los mexicanos. En las 
primeras secciones del ensayo se hace 
una breve exposición del origen del dere­
cho de acceso a la información, así como 
de la manera en que se logró llevarlo a 
la Constitución. Esto permitirá explicar 
después qué significa y por qué es impor­
tante reconocerlo como un derecho fun­
damental. En seguida se analizarán con 
cierto detalle sus diferentes aspectos, 
siempre con el ánimo de ofrecer a los lec­
tores información que les pueda resultar 
útil para comprenderlo y usarlo. 

En la parte final se exponen algunas 
reflexiones respecto a los dilemas, difi­
cultades y retos que debemos enfrentar 
para lograr que el ejercicio de este de­
recho transforme una realidad que con 
frecuencia se muestra resistente a los 
cambios pero que, como todo en la vida, 
se transforma a pesar de las inercias. 

Antes de entrar en materia con­
viene advertir que este ensayo tiene 
un enfoque primordialmente jurídico y 
constitucional. Tul perspectiva comple­
menta otras -económicas, políticas, filo­
sóficas, históricas- expuestas con acierto 
en diversos números previos de la serie 
Cuadernos de Itansparenda del IFAI, 
cuya lectura recomendamos para am­
pliar y profundizar en el conocimiento 
del derecho de acceso a la información. 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

1 

BREVE HISTORIA DEL DERECHO 
DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 

VIAJEMOS IMAGINARIAMENTE AL PASADO -DI· 
GAMOS UNOS 300 AÑOS- Y UBIQU~MONOS A 
PRINCIPIOS DEL SIGLO XVIII. Puede parecer 
mucho tiempo, pero en realidad no es 
tanto. Hacia 1700, la idea de que los ciu­
dadanos pudieran elegir a sus gobernan­
tes hubiera parecido una extravagancia. 
Tumpoco se creía deseable que las per­
sonas expresaran libremente sus ideas 
y opiniones. Por el contrario, existían 
instituciones -como la Inquisición- cuya 
misión era censurar o prohibir la difu­
sión de los pensamientos e ideas que 
cuestionaran el orden establecido o el 
conocimiento aceptado. 

Esta situación fue cambiando poco a 
poco. Para principios del siglo XIX y des­
pués de la revolución norteamericana 
de 1776 y la francesa de 1789, se admitía 
que las personas tenían un conjunto de 
derechos y libertades. Es decir, que po­
dían realizar ciertas actividades -como 
escribir, comunicarse, reunirse, manifes­
tarse, viajar o tener una religión- sin que 
el gobierno se los pudiera impedir. Éste 
es el origen de los derechos humanos, 
una de cuyas primeras y más importan-

tes expresiones se plasmó en Francia, en 
1789, con la Declaración de los Derechos 
del Hombre y el Ciudadano. 

Esta Declaración proclamó, entre 
otros derechos, la libertad de expresión, 
desde entonces considerada de espe· 
cial importancia. Así, el artículo XI de 
ese documento fundamental dice: "La 
libre comunicación de los pensamien­
tos y las opiniones es uno de los de­
rechos más preciosos del hombre: todo 
ciudadano puede entonces hablar, escri­
bir e imprimir libremente, salvo su obli · 
gación de responder al abuso de esta 
libertad en los casos determinados por 
la ley".2 

Si analizamos con cuidado esta for­
mulación, nos percataremos de que la 
libertad de expresión protege principal­
mente al emisor de la información, es 
decir, a la persona que expresa sus ideas 
y pensamientos, frente a la eventual in­
tervención de un tercero -autoridad 
o persona- que pretenda impedírselo. 
Expresado en forma gráfica, podemos 
representar a la libertad de expresión 
de la siguiente manera: 
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1;,,tM.ii ._. . - -. " 
Ahora bien, durante la primera 

mitad del siglo XX se dio una rápida e 
impresionante transformación en los 
medios de comunicación e información. 
Recordemos que en 1900 apenas se ini­
ciaba el uso de la radio y el cine, aún no 
existía la televisión y mucho menos la 
Internet. Tudas estos desarrollos científi­
cos y tecnológicos que se dieron a lo lar­
go del siglo XX ampliaron y modificaron 
sigrúficativamente la capacidad de los 
seres humanos de comunicarse. 

Sin embargo, hubo épocas en que 
estos medios se usaron como instrumen­
tos de manipulación y propaganda, al 
servicio de gobiernos que aniquilaron 
el pensamiento llbre y la capacidad de 
disentir. Estos abusos se dieron particu­
larmente durante los regímenes autori­
tarios como el nazismo, el fascismo y el 
estalinismo. 

Fue por ello que a mitad del siglo 
XX, una vez concluida la Segunda Gue­
rra Mundial, los hombres y países libres 
proclamaron la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos de 1948. En 
el artículo XIX de esa Declaración se re­
tomó la concepción original de la liber­
tad de expresión, pero fue reformulada 
para ampliar su protección a los recep­
tores de la información. Así, surgió una 
nueva concepción según la cual: "Tuda 
individuo tiene derecho a la libertad de 
opinión; este derecho incluye el de no 

ser molestado a causa de sus opiniones, 
el de investigar y recibir informaciones 
y opiniones, y el de difundirlas, sin li­
mitaciones de fronteras, por cualquier 
medio de expresión".3 Este texto, con li­
geras modificaciones fue retomado por 
la mayor parte de los tratados interna­
cionales de derechos humanos, algunos 
de los cuales han sido firmados por Mé­
xico y forman parte de nuestro derecho.4 

Nos referimos en particular al artículo 
13 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos5 y al 19 del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y 
Politicos,6 ambos instrumentos ratifica­
dos por el Senado mexicano mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 9 de enero de 1981. 

Resulta entonces que la libertad de 
expresión, en su concepción contem­
poránea, comprende tres llbertades in­
terrelacionadas: las de buscar, difundir 
y recibir informaciones e ideas. Nótese 
que la protección alcanza tanto a aque­
llos que expresan y difunden sus ideas 
o pensamientos, como a quienes las 
reciben y aun a quienes desean investi­
garlas. Esta fórmula puede entonces re­
presentarse gráficamente de la siguiente 
manera:7 
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Libertad de 
buscar \... 

{investigar) ~ 

Libertad de~ 
recibir 

Libertad de 
difundir 

Así, el derecho a la información (conteni­
do en la Ubertad de expresión en sentido 
amplio) es la garantía que tienen las per­
sonas de conocer de manera activa -es 
deciI; investigando- o pasiva -reobien­
do- las ideas, opiniones, hechos o datos 
que se producen en la sociedad y que les 
permiten formarse su opinión dentro de 
la pluralidad, diversidad y tolerancia que 
supone una sociedad democrática. 

En una sentencia del año 2006, la 
Corte Interamericana de Derechos Hu­
m.anos, que es el tribunal internacional 
responsable de asegurar que los gobiernos 
de América Latina respeten los derechos 
humanos reconocidos en la Convención 
.Americana sobre Derechos Humanos -y 
que forma parte del derecho mexicano-

estableció que el artículo 13.1 de ese ins­
trumento "protege el derecho que tiene 
t.oda persona a solicitar el acceso a la in­
formación bajo el control del Estado". En 
consecuencia, la Corte reconoció explí­
citamente que existe el derecho de toda 
persona a recibir dicha información y la 
obligación del Estado de entregarla, sin 
necesidad de acreditar un interés direc­
to para obtenerla o una afectación per­
sonal. La Corte señaló además que una 
caractetística indispensable de este de­
recho es que las autoridades estén suje­
tas al "principio de máxima divulgación" 
(Caso Claude Reyes y otros vs. Chile, sen­
tencia del 19 de septiembre de 2006). 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

1 1 

LA CORTE RECONOCIÓ 
QUE EL DERECHO A 
LA INFORMACIÓN SÍ 
ERA UNA GARANTÍA 
INDIVIDUAL Y QUE EL 
ARTÍCULO 6° DE LA 
CONSTITUCIÓN 
CONSAGRABA EL 
DERECHO DE TODO 
CIUDADANO A LA 
INFORMACIÓN. 

EL CAMINO DE LA 
REFORMA CONSTITUCIONAL 

lA LUCHA POR CONQUISTAR lA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN ES PARTE DE lA HISTORIA DE M~ICO. 
Aunque desde los inicios de nuestra vida 
como país independiente prácticamente 
todas nuestras constituciones han reco­
nocido esa libertad, muchos mexicanos 
han luchado para lograr que hoy cual­
quier persona pueda ejercerla a pleni­
tud.ª 

La Constitución de 19V consagró en 
su artículo 6º la concepción tradicional 
de la libertad de expresión. Pasaron 60 
años sin que este texto fuera modifica­
do. Fue hasta 1977 que, como parte de 
las modificaciones constitucionales que 
se dieron con motivo de la entonces lla­
mada "reforma política", se incluyó en la 
parte final de ese artículo la frase "el de­
recho a la información será garantizado 
por el Estado". Este hecho no fue casual 
y refleja claramente cómo el derecho de 
acceso a la información tiene un vínculo 
estrecho con la democracia. 

La reforma al artículo 6° dio origen 
a un largo debate sobre su significado, 
en particular sobre sus consecuencias 
para la regulación de los medios de ca-

municación. Se debatía intensamente si 
implicaba la posibilidad de que el Esta­
do tuviera un mayor control sobre los 
medios de comunicación masiva. En 
aquellos años pocos entendieron que 
una de sus implicaciones era que es­
tablecía el derecho de los ciudadanos a 
conocer la información generada por las 
autoridades. Incluso, en una desafortu­
nada decisión propia de la visión política 
predominante en aquellos años, la Su­
prema Corte de Justicia consideró que en 
esa reforma "no se pretendió establecer 
una garantía individual consistente en 
que cualquier gobernado, en el momento 
que lo estime oportuno, solicite y obtenga 
de los órganos del Estado determinada in­
formación n. 9 

Años después, la propia Suprema 
Corte rectificó este criterio. En una re­
solución que emitió con motivo de la ma­
tanza de un grupo de campesinos en 
Aguas Blancas, en el estado de Guerrero, 
la Corte consideró que el derecho a la in­
formación exigía "que las autoridades se 
abstengan de dar a la comunidad infor­
mación manipulada, incompleta o falsa, 
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so pena de incurrir en una violación gra­
ve a las garantías individuales ... ".10 Lue­
go de esa decisión, en varias sentencias 
la Corte reconoció que el derecho a la in­
formación sí era una garantía individual 
y que el artículo 6° de la Constitución 
consagraba el derecho de todo ciudada­
no a la información.11 

Para finales de los años noventa la 
Suprema Corte había reconocido expre­
samente el derecho de acceso a la infor­
mación. Sin embargo, existía un problema 
práctico: carecíamos de un procedimien­
to para ejercerlo. Fue necesario esperar 
hasta el año 2002 para que éste se crea­
ra con la aprobación -mediante el voto 
unánime de todos los partidos políticos 
en el Congreso- de la Ley Federal de 
'Ttansparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental. En esencia, esta 
ley creó los procedimientos y las institu­
ciones para permitir que, a nivel federal, 
cualquier persona pudiera presentar una 
solicitud de acceso a la información y las 
autoridades estuvieran obligadas a res­
ponderla en el plazo de un mes. 

A la Ley Federal de Acceso a la In­
formación siguieron otras equivalentes 
en las entidades federativas. Para prin­
cipios del 2007 todos los estados del país 
contaban con una ley en esta materia. 
Sin embargo existía un problema impor­
tante: los criterios contenidos en esas 
leyes para ejercer el derecho de acceso a 
la información variaban de manera sig­
nificativa. Esto significaba simplemente 

que los requisitos para ejercitar el de­
recho enm distintos dependiendo de la 
entidad federativa de que se tratara. En 
algunos se requería, por ejemplo, que la 
persona que presentaba la solicitud fue­
ra ciudadano de ese estado; en otros, se 
imponían diversas limitaciones a las so­
licitudes, o bien existían diferencias im­
portantes en la información que podía 
serreservada. Esto generó una situación 
inaceptable, pues se trataba del mismo 
derecho, pero con condiciones de ejerci­
cio diferentes en cada estado.12 

Como respuesta a este problema, y 
luego de una serie de reuniones de carác­
ter nacional, un grupo de gobernadores 
presentó a la consideración del Congre­
so de la Unión un documento conocido 
como la "Iniciativa Chihuahua", donde 
proponían añadir en el artículo 6º los 
criterios mínimos para ejercer el dere­
cho de acceso a la información. Este do­
cumento fue la base para que el Cons­
tituyente Permanente, integrado por las 
cámaras de Diputados y Senadores más 
las legislaturas de al menos 16 estados 
de la República, acordaran modificar la 
Constitución e incorporar un segundo 
párrafo con siete incisos. En su razona­
miento para esta reforma, la Cámara 
de Diputados reconoció en su dictamen 
que: " ... el desarrollo del derecho de acce­
so a la información no ha estado exento 
de problemas, resistencias y deformacio­
nes. Quizás la dificultad más importante 
es la heterogeneidad con la que se ha le-
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gislado y con la que se ejerce hoy mismo bases mínimas del derecho y que, por 
en las entidades y en las instituciones ello, el Congreso de cada estado y el 
de la República ... La rutina democráti- de la Federación tienen la posibilidad 
ca que posibilita pedir información a los de ampliarlo tanto como lo consideren 
gobiernos sin limitaciones, luego de 33 pertinente en las leyes que para este 
leyes de transparencia en la Federación propósito expidan.14 

y los estados, ha adquirido las más varia-
das tonalidades, pues los procedimientos 
y los arreglos institucionales, los limi-
tes, la apertura, la tecnología disponible 
y los documentos accesibles son muy 
distintos, por tanto la pregunta obliga-
da es; ¿puede un derecho fundamental 
tener tantas versiones como gobiernos, 
jurisdicciones administrativas y sobe-
ranías? ¿Puede un derecho diferenciar a 
los mexicanos de modo tan subrayado, 
dependiendo de la entidad federativa, del 
lugar de residencia o del nacimiento de 
una persona?".13 

La respuesta obvia a estas pregun­
tas es: ¡No! Por ello el nuevo párrafo 
segundo del artículo 6º establece los 
principios y bases que ahora rigen al 
derecho de acceso a la información pú­
blica gubernamental en todo el país. Es 
importante subrayar que se trata de las 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

1 1 1 

¿QUÉ ES UN DERECHO FUNDAMENTAL? 

HEMOS EXPLICADO BREVEMENTE CÓMO Y POR 
QU~ SE REFORMÓ lA CONSTlTUCIÓN PARA INCWIR 
EL DERECHO DE ACCESO A lA INFORMACIÓN. He­
mos dicho también que este derecho es 
un derecho fundamental. 15 

Conviene pues detenernos ahora en 
explicar qué significa que sea un "dere­
cho fundamental" y por qué es importan­
te que se encuentre en la Constitución.16 

Un derecho fundamental es un ám­
bito de libertad que la Constitución reco­
noce a las personas frente al Estado. Esta 
libertad está protegida por un derecho 
para que el Estado o sus autoridades no 
le impidan a una persona hacer aque­
llo para lo que tiene esa libertad. Así, 
existe un derecho fundamental cuando 
tenemos una libertad reconocida en la 
Constitución {por ejemplo la de reunimos, 
manifestarnos o tener una religión), un 
derecho frente al Estado para que éste 
no le impida a una persona realizar esa 
libertad (es decir reunirse, manifestar o 
tener la religión que desee), y un meca­
nismo jurídico de protección para que 
los tribunales intervengan en caso de 
una violación al derecho. 

Apliquemos estas ideas al derecho 
de acceso a la información. La Constitu­
ción mexicana reconoce en su artículo 
6º la libertad de cualquier persona de 
buscar o investigar información del Es­
tado y de sus órganos, misma que está 
protegida por un derecho para que el Es­
tado o sus autoridades no le impidan ha­
cerlo. En caso de que esto suceda-lo que 
normalmente ocurre cuando niegan el 
acceso a la información- existen meca­
nismos jurídicos para que el ciudadano 
que solicitó la información haga valer su 
derecho. En primer lugar, que interponga 
un recurso de revisión ante los órganos 
garantes especializados, como es el caso 
del IFAl (véase infra), y si su intervención 
no es satisfactoria, el ciudadano puede 
solicitar la intervención de los tribunales 
federales mediante un amparo. 

Ahora bien, la teoría sobre los de­
rechos fundamentales reconoce que 
existen casos en que es posible construir 
"protecciones positivas" para las liber­
tades fundamentales cuando la protec­
ción no es suficiente para garantizar el 
ejercicio del derecho. Estas protecciones 
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LA CONSTITUCIO· 
NALIZACIÓN DEL 
DERECHO DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN 
TIENE IMPLICACIONES 
IMPORTANTES, YA QUE 
ORDENA A LOS GOBER­
NANTES CUMPLIRLO Y 
ACATARLO Y OTORGA 
TAMBl~N A LOS CIUDA· 
DANOS MEDIOS PARA 
HACERLO VALER. 

positivas suponen que el Estado y sus 
autoridades están obligados a hacer algo 
más para permitir que los ciudadanos 
ejerzan el uso de su derecho y, con ello, 
amplíen su margen de acción. 

En el caso que nos ocupa, esta pro­
tección positiva se cimenta en acciones 
específicas: la obligación de todas las 
autoridades de entregar la información 
(incluida la obligación de tener archivos 
administrativos actualizados), y la de 
publicar en Internet información relati­
va al ejercicio de los recursos públicos 
y los indicadores de gestión. Sobre estas 
cuestiones volveremos más adelante con 
mayor detalle. 

Existen diversas justificaciones para 
la construcción de las protecciones po­
sitivas. La principal es que la libertad 
jurídica de hacer u omitir algo sin la 
realidad fáctica (real) de hacerlo, carece 
de valor y utilidad. La segunda es que el 
ejercicio de algunos derechos depende 
esencialmente de actividades del Estado, 
y éste es claramente el caso del derecho 
de acceso a la información cuyo sujeto 
obligado es el propio Estado. Ahora bien, 
ningún derecho fundamental es absolu­
to y todos admiten límites. ¿Quién pue­
de establecerlos? y, en su caso, ¿cuáles 
son? Respecto al "quién'', la restricción 
solo puede establecerse a través de otra 
norma constitucional, es decir, que solo 
la propia Constitución puede determi­
nar límites, directa o indirectamente, a 
un derecho fundamental. En cuanto al 

contenido específico de estos límites, la 
Constitución prevé dos casos distintos 
por su alcance y naturaleza: el prime­
ro se refiere a la información reservada 
temporalmente por razones de interés 
público, y el segundo a la información 
confidencial relacionada con la vida pri -
vada y los datos personales. Más adelan­
te trataremos con detalle el contenido de 
estos dos tipos de información. 

¿Cuál es la importancia de tener 
este derecho reconocido constitucional­
mente? Para entenderlo mejor conviene 
recordar que la Constitución es el texto 
que contiene los derechos fundamenta­
les de todos los mexicanos y las reglas 
que determinan el ejercicio del poder. La 
Constitución contiene los principios de 
la vida democrática, la forma de organi­
zación económica y política, los pesos y 
contrapesos de los órganos que ejercen 
el poder, así como los valores que per­
miten la vida en sociedad. La Constitu­
ción es el marco de referencia de nuestra 
vida común. Fija los límites de acción de 
las autoridades, marca el rumbo y orien­
ta el sentido de la acción pública. 

Pero la Constitución tiene además un 
valor jurídico especial. Sus normas son 
el origen y fundamento del resto de las 
leyes y disposiciones jurídicas en todo 
el país. Esto es lo que se conoce como 
el principio de supremacía constitucio­
nal. Quiere decir que si las disposiciones 
de una ley contravienen lo dispuesto en 
la Constitución, entonces esa ley es in-
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válida y no debe aplicarse. Para asegu­
rar esto, el sistema jurídico cuenta con 
un conjunto de mecanismos y procedi­
mientos cuyo propósito es justamente la 
defensa de la Constitución. Ejemplos de 
estos mecanismos son el juicio de ampa­
ro, las acciones de inconstitucionalidad 
y las controversias constitucionales.v En 
todos ellos la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación es el órgano que tiene la fa­
cultad de hacer la interpretación última 
y definitiva de la Constitución. 

Si consideramos lo anterior, resulta 
sencillo entender por qué es importante 
que el derecho de acceso a la informa­
ción esté reconocido en la Constitución. 
Quiere decir que todas las leyes y de­
más disposiciones jurídicas (reglamen­
tos, circulares, acuerdos, decretos, bandos, 
etc.) emitidas por cualquier órgano del 
gobierno federal, estatal o municipal 
deben ajustarse a los principios y ba­
ses contenidos en el artículo 6º de la 
Constitución. En caso de que esto no su­
ceda así, entonces se puede recurrir a los 
mecanismos de defensa de la Constitu­
ción. Y esto no es mera retórica, pues los 
hechos muestran que así ha sucedido ya. 
tste fue el caso del Congreso del Estado 
de Querétaro, que aprobó una reforma 
a la Constitución de esa entidad, en la 
cual fusionaban el Instituto de Transpa­
rencia del Estado con la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos. El procurador 
General de la República interpuso una 
acción de inconstitucionalidad ante la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
quien resolvió por unanimidad que esa 
reforma violaba el principio de especia­
lización contenido en la fracción IV del 
articulo 6º, y por ello la declaró incons­
titucional Existen otros casos en que 
se ha cuestionado la compatibilidad de 
algunas leyes estatales con la Constitu­
ción, por ejemplo la Ley de Transparen­
cia y Acceso a la Información del Estado 
de Puebla, que permite que cada mu­
nicipio establezca su propia reglamen­
tación y órgano garante en materia de 
acceso a la información. En una acción 
de inconstitucionalidad interpuesta 
por la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Puebla se ha argumenta­
do que esta disposición violenta el sen­
tido de la reforma constitucional, pues 
ésta se propuso precisamente evitar la 
multiplicación de órganos garantes del 
derecho. El asunto, a la fecha de redac­
tar este Cuaderno, está aún pendien­
te de resolución. Pueden, finalmente, 
señalarse como ejemplo de cómo la 
Constitución protege el ejercicio del 
derecho los muchos amparos que di­
versos ciudadanos han interpuesto en 
materia de derecho de acceso a la in­
formadón.18 

Todos estos casos ilustran por qué 
la constitucionalización del derecho de 
acceso a la información tiene implica­
ciones importantes, ya que ordena a los 
gobernantes cumplirlo y acatarlo (cuan­
do una autoridad toma posesión de su 
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cargo protesta cumplir y hacer cumplir 
la Constitución), y otorga también a los 
ciudadanos medios para hacerlo valer. 
En las siguientes secciones analizare­
mos con detalle el contenido específico 
de este derecho, sus principios y bases, 
tal y como se desprende del texto consti­
tucional. 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

IV 

EL CARÁOER POLÍTICO DE LA 
INFORMACIÓN GUBERNAMENTAL Y EL 
PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD 
DEJEMOS HABlAR A LA CONSTITUCIÓN: 'TODA LA 
INFORMACIÓN EN POSESIÓN DE CUALQUIER AUTO­
RIDAD, ENTIDAD, ÓRGANO Y ORGANISMOS FEDERAL, 
ESTATAL Y MUNICIPAL, ES PÚBLICA. • ." 

Este párrafo, que establece el ca­
rácter público de la información guber­
namental, contiene uno de los cambios 
más significativos y transcendentales 
de la historia política contemporánea de 
México. Veamos por qué. 

El Estado mexicano mantuvo dos 
reglas implícitas en el uso de la infor­
mación durante la mayor parte de su 
historia. La primera fue que los funcio­
narios terúan una amplísima discrecio­
nalidad para manejarla, situación que 
permitió que en muchos casos se apro­
piaran de los archivos y documentos 
admirústrativos como si fueran parte 
de su patrimonio. Ésta es lamentable­
mente una práctica aún frecuente en 
el país: los políticos y funcionarios, al 
término de sus encargos, destruyen o 
se llevan a sus casas los documentos 
generados durante su gestión. 

La segunda regla es lo que se cono­
ce como "el secreto administrativo",19 e 

implica negar sistemáticamente a los 
ciudadanos la información que solici­
tan. Esta regla responde a una concep­
ción propia de los estados autoritarios, 
donde la información es un bien de ac­
ceso, restringido a quienes detentan el 
poder.20 

El principio de publicidad de la 
información gubernamental que es­
tablece el nuevo texto del artículo 6º 
constitucional rompe con esta tradi­
ción secular y da un giro de 180 gra -
dos que debe generar una modificación 
radical de la concepción sobre el uso 
de la información pública en el país. La 
información gubernamental debe con­
siderarse desde ahora como un bien 
público y nunca más como uno de ac­
ceso restringido o un patrimonio de los 
funcionarios. Este principio convierte 
a las organizaciones gubernamentales 
en una especie de gran biblioteca pú­
blica en donde cualquiera puede soli­
citar y obtener los documentos que ahí 
se usan y conservan. 

Este principio debe modificar tam­
bién una práctica frecuente de las bu-
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rocracias gubernamentales, que con­
siste en usar la información como un 
recurso estratégico que les pertenece y 
que no debe ser compartido. Por ello el 
ejercido de este derecho enfrenta con 
frecuencia resistencias que se originan 
en las inercias, intereses y concepcio­
nes de las burocracias. En realidad, el 
principio supone un nuevo valor que 
debe formar parte de la función pú­
blica; valor próximo a la máxima kan­
tiana según la cual, todo aquello que 
no puede decirse en público es injusto 
por naturaleza (aun cuando pueda ser 
explicable) y, por serlo, su ocultamien­
to solamente puede aceptarse bajo un 
principio superior debidamente esta­
blecido como tal en las leyes. Así, "la 
manera más segura de saber si son jus­
tas o injustas una intención política, 
una ley o una decisión del gobernante, 
es sacándolas del secreto y poniéndo­
las a la vista de la opinión pública. Solo 
discutiendo abiertamente acerca de la 
naturaleza de estas acciones políticas, 
solo dando razones frente a un públi­
co capaz de evaluar, dudar, criticar y 
proponer, es que se construye un ar­
gumento genuinamente público y se 
prueba la validez de lo propuesto".21 

Consciente de las dificultades que 
entraña la práctica de este nuevo prin­
cipio, el Constituyente Permanente fue 
más lejos y añadió una regla contenida 
al final de la fracción I del segundo pá­
rrafo del artículo 6º según la cual, en 

la interpretación del derecho de acce­
so a la información "deberá prevalecer 
el principio de máxima publicidad". 
Dirigida a todas las autoridades -ad­
ministradores, jueces y legisladores­
afecta tanto la interpretación como la 
aplicación del derecho. Una primera 
consecuencia es que obliga a una in­
terpretación necesariamente restric­
tiva de sus excepciones, es decir, ni 
los legisladores deben multiplicarlas 
ni los funcionarios administrativos y 
jueces aplicarlas extensivamente, sino 
de manera limitada y restringida. Por 
ello, para reservar una información del 
conocimiento público debe aplicarse lo 
que en la doctrina se conoce como la 
"prueba de daño", que implica demostrar 
sustentando en argumentos objetivos, de 
manera clara y contundente, que la di­
vulgación de cierta información genera 
una alta probabilidad de dañar un inte­
rés público protegido. 'll 

Una segunda consecuencia de este 
principio es que, en caso de duda razo­
nable sobre si conviene o no reservar 
un documento del conocimiento públi­
co, deberá privilegiarse su divulgación 
o, en su defecto, generarse una versión 
pública, es decir; una versión en la que 
se eliminan o tachan las secciones o 
párrafos que contienen la información 
reservada. Así lo precisó el dictamen de 
la reforma de la Cámara de Diputados al 
señalar que " ... la interpretación del prin­
cipio establecido en la fracción I de la ini-
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dativa que se dictamina [el de máxima 
publicidad] implicará que los sujetos 
obligados, en el caso de duda entre la 
publicidad o reserva de la información, 
deberán favorecer inequívocamente la 
publicidad de la misma". 

El principio de publicidad de la in­
formación gubernamental tiene conse­
cuencias aún mayores. Si entendernos 
que se pretende maximizar el uso social 
de la información dentro de las organi­
zaciones gubernamentales, necesaria­
mente implica una política orientada 
a darle sentido, orden y utilidad a la 
información que maneja el gobierno. A 
esta acción la denominaremos "políti­
ca de transparencia" y es mucho más 
que proveer acceso a la información. 
Supone un replanteamiento completo 
de la manera en que los organismos 
del gobierno compilan, administran, 
orgarúzan, usan, conservan o destruyen 
la información. Se trata de una auténtica 
~revolución" de largo aliento en la mane­
ra de ejercer el poder y que, por ello, 
implica enormes dificultades políticas 
y técnicas que debemos superar en los 
años que vienen.23 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

V 

NADIE, NINGUNA 
AUTORIDAD NI 
ÓRGANO DEL ESTADO 
MEXICANO PUEDEN 
ALEGAR QUE SE 
ENCUENTRAN 
EXCLUIDOS DEL 
ÁMBITO DE 
COBERTURA DEL 
DERECHO DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN. 

LOS SUJETOS DEL DERECHO DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN 

CONSIDEREMOS AHORA LA CUESTIÓN RELATIVA 
A LOS SWETOS DEL DERECHO DE ACCESO A LA IN· 
FORMACIÓN, tanto desde el punto de vista 
del sujeto activo, es decir; de quién pue­
de usarlo, como de los sujetos pasivos u 
obligados a cumplir. 

Hemos explicado que el derecho de 
acceso a la información es un derecho 
fundamental; por ello, cualquier per­
sona puede ejercerlo, sin importar su 
edad, nacionalidad, sexo o condición so­
cio económica. En otras palabras, cual­
quiera, sin importar sus caracteristicas 
o ubicación, puede solicitar a una auto­
ridad mexicana el acceso a la informa­
ción que maneja. 

Alguien puede preguntarse si este 
derecho no deberia estar limitado a los 
ciudadanos mexicanos, en particular 
cuando se trata de solicitudes de acceso 
en materia política. La respuesta a esta 
pregunta es negativa. En efecto, el ac­
ceso a la información no es un derecho 
político y por ello su ejercicio debe des­
vincularse a la condición de "ciudada­
no". Reiteramos, cualquier persona, sin 
importar su edad, género o nacionali-

dad puede hacer uso del derecho, pues 
la información en posesión de las auto­
ridades tiene carácter público. Por ello, 
las leyes estatales que establecían como 
requisito para el ejercicio del derecho la 
condición de "ciudadano" o "goberna­
dos" han sido ya modificadas. 

Ahora bien, el sujeto pasivo del de­
recho de acceso a la información --como 
derecho fundamental- es el Estado. 
¿Pero quién es el Estado? Para resolver 
esta pregunta, la Constitución adop­
ta una fórmula sintética que establece 
como sujetos obligados del derecho de 
acceso a la información a cualquier "au­
toridad, entidad, órgano u organismos 
federal, estatal o municipal". 

La intención del Constituyente Per­
manente fue clara: asegurar que todos 
los órganos del Estado mexicano (es 
decir; los poderes Ejecutivo, Legislativo, 
Judicial, los ayuntamientos, las secreta­
rias de Estado, los órganos con autono­
mía constitucional (por ejemplo los ins­
titutos electorales o las comisiones de 
derechos humanos), los organismos des­
centralizados, las empresas estatales o 
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municipales, los fideicomisos públicos, y 
en general cualquier entidad guberna­
mental de los tres órdenes de gobierno 
-federal, estatal y municipal-) estuvie­
ran incluidos, sin importar el origen de 
sus recursos y con independencia de la 
denominación o la naturaleza jurídica 
que tengan. Nadie, ninguna autoridad 
ni órgano del Estado mexicano pueden 
alegar que se encuentran excluidos del 
ámbito de cobertura del derecho de ac­
ceso a la información. 

Analizaremos ahora el alcance 
preciso de los conceptos de "autoridad, 
entidad, órgano u organismos". Tanto 
la doctrina jurídica como la jurispruden­
cia mexicana han considerado tradicio­
nalmente que una autoridad es aquella 
capaz de realizar actos coercitivos, es 
decir, actos que suponen el uso real o 
potencial de la fuerza y que, por ello, 
afectan la esfera de libertad de acción de 
una persona. Así, un gobernador, un ins­
pector de vía pública, un policía, un juez 
o incluso los legisladores cuando expi­
den una ley son autoridades. 

La jurisprudencia de los tribuna­
les federales ha ampliado gradualmen­
te el concepto de "autoridad". Así, para 
efectos del amparo, ha establecido que 
comprende a todas aquellas personas 
que disponen de la fuerza pública en 
virtud de circunstancias, ya sean legales 
o de hecho. Algunas tesis recientes de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
han reconocido que ciertas entidades 

privadas deben ser consideradas como 
autoridades para efectos del juicio de 
amparo. Éste es el caso, por ejemplo, 
de las confederaciones deportivas o las 
universidades públicas.24 En consecuen­
cia, el concepto de autoridad que utiliza 
el artículo 6º debe ser interpretado en el 
mismo sentido, lo cual amplía potencial­
mente el universo de los sujetos obliga­
dos, para incluir a aquellas personas de 
derecho privado que realizan funciones 
públicas. El concepto de entidad es más 
preciso. Se refiere en principio a las orga­
nizaciones que forman parte del sector 
paraestatal, es decir, los organismos pú­
blicos descentralizados (como el IMSS, el 
ISSSTE o la Comisión Federal de Electri­
cidad), las empresas de participación 
estatal (por ejemplo Pemex) y los fidei­
comisos públicos (tales como el Fondo 
Nacional de Fomento al Turismo o el 
Fondo Nacional para la Cultura y las Ar­
tes). Cabía preguntarse si este concepto 
comprendía también a "las entidades de 
interés público" referidas en el artículo 
41 constitucional, es decir, a los partidos 
políticos. A este respecto, el dictamen 
de la Cámara de Diputados advirtió que 
dicho concepto no se refiere a los par­
tidos, sino únicamente a las entidades 
del sector paraestatal. Esto fue así pues, 
como explicaremos adelante, no existió 
consenso durante la reforma al artícu­
lo 6º acerca de la inclusión de los par­
tidos políticos como sujetos obligados y 
se prefirió eliminar cualquier referencia 
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EL CONSTITUYENTE 
PERMANENTE BUSCÓ 
ASEGURAR QUE 
"TODOS LOS 
ÓRGANOSM DEL ESTADO 
MEXICANO, EN TODOS 
LOS NIVELES DE 
GOBIERNO, QUEDARAN 
COMO SUJETOS 
OBLIGADOS DEL 
DERECHO DE ACCESO A 
LA INFORMACIÓN. 

explícita de ellos. El uso de los conceptos 
de órgano y organismo tuvo una inten­
ción definida. El segundo se refiere a los 
entes públicos con competencias espe­
cíficas y que tienen diferentes grados de 
autonomía -legales o constitucionales, 
federales o estatales-. Así, el dictamen 
de la Cámara de Diputados precisa que 
los organismos son personas de dere­
cho público, con personalidad jurídica 
y patrimonio propio, a los cuales se les 
atribuyen facultades y competencias es­
pecíficas. Éste es el caso, por ejemplo, de 
los organismos con autonomía constitu­
cional ~a Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, el Instituto F€deral Electoral, el 
Banco de México) o bien de ciertos orga­
nismos descentralizados con diferentes 
grados de autonomía legal (por ejemplo, 
el IFAI o el INFONAVIT). 

El concepto de órgano, por su parte, 
materializa un reparto de atribuciones 
dentro de la misma persona jurídica. Así, 
un órgano no es un ente distinto al del or­
ganismo o entidad que lo crea, sino sim­
plemente una forma de organización 
administrativa para ejercer ciertas 
funciones normalmente especializadas. 
Su inclusión en la Constitución buscaba 
simplemente asegurar que todos los "ór­
ganos" estaban comprendidos como su­
jetos obligados, sin importar los grados 
de delegación de facultades o de especia­
lización que implicaran. Éste es el caso, 
por ejemplo, de la oficina del presidente 
de la República o bien de las oficinas de 

los gobernadores, que con esta fórmula 
quedan claramente incluidas dentro del 
ámbito de aplicación del derecho de ac­
ceso a la información. 

En síntesis, el Constituyente Per­
manente buscó asegurar que "todos los 
órganos" del Estado mexicano, en todos 
los niveles de gobierno, quedaran como 
sujetos obligados del derecho de acceso 
a la información. No obstante esta in­
tención, quedan algunas dudas sobre las 
que conviene reflexionar. Podemos iden ­
tificar tres problemas específicos en esta 
materia: 1) el de los partidos políticos; 2) 
el de las organizaciones o personas pri­
vadas con funciones públicas (por ejem­
plo, concesionarios o notarios), y 3) el de 
las personas físicas o morales receptoras 
o que ejercen recursos públicos, como los 
sindicatos. 

En cuanto a los partidos políticos, 
el debate se generó por su exclusión 
expresa del texto constitucional. En su 
dictamen a la iniciativa de reformas 
al artículo 6º, la Cámara de Senadores 
analizó de manera puntual esta cues­
tión y precisó que, si bien por razones 
de técnica legislativa no se les mencio­
na de forma expresa, los partidos polí­
ticos son sujetos indirectos del derecho 
de acceso a la información. Esto quiere de­
cir que, aun cuando las solicitudes de ac­
ceso a la información no podrían presen­
tarse de manera directa en las oficinas 
de los partidos políticos, sí se podrían 
hacer de manera indirecta a través de 
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los institutos electorales federal o esta­
tales. 

Desde otro punto de vista, del mis­
mo dictamen resulta claro que los par­
tidos políticos son sujetos obligados del 
derecho de acceso por dos razones: por 
sus funciones constitucionales y por ser 
órganos financiados principalmente 
con recursos públicos. En este sentido 
se ha pronunciado también el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federa­
ción, quien ha sostenido que el hecho de 
contar con información básica sobre los 
partidos políticos constituye un prerre­
quisito para el ejercicio de las libertades 
de asociación y afiliación.25 

Ahora bien, ¿pueden los legislado­
res incluir a los partidos políticos como 
sujetos obligados directos del derecho 
de acceso a la información en la legis­
lación federal o estatal? Desde nuestro 
punto de vista sí, pues, por un lado, no 
existe una prohibición constitucional 
expresa y, por otro y como ya se ha di­
cho, la Constitución establece una base 
mínima y los legisladores tienen facul­
tades para ampliarla. Así, varias leyes 
estatales expedidas luego de la reforma 
constitucional han incorporado ya a los 
partidos políticos como sujetos obliga­
dos cfuectos del derecho de acceso a la 
información; tal es el caso de Durango, 
Jalisco o Zacatecas.26 En esta materia 
cabe recordar lo dicho por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federa­
ción: "si el cabal y responsable ejercicio 

de los derechos fundamentales de voto, 
libre asociación política y afiliación po­
lítico electoral supone tener informa­
ción adecuada, y los partidos políticos 
cuentan con un estatus constitucional 
de entidades de interés público [ ... J es 
indiscutible que los ciudadanos tienen 
derecho a informarse sobre cómo se or­
ganizan, cómo eligen a sus candidatos, 
cómo financian sus actividades, etc. 
Este derecho no sólo compete a los mi­
litantes, afiliados o simpatizantes de los 
partidos políticos, sino que corresponde 
a todo el cuerpo electoral conformado 
porlos ciudadanos".27 

El segundo problema se refiere a las 
personas privadas que desarrollan fun­
ciones públicas o ejercen por delegación 
o por mandato legal funciones de au­
toridad, sin ser propiamente entidades 
públicas. tste es un tema complejo. Co­
menzaremos por reconocer que existen 
personas privadas que ejercen funcio­
nes públicas. Es el caso de los notarios 
públicos, de los concesionarios de bie­
nes o servicios públicos (como los de te­
lefonía, de transporte de pasajeros o de 
recolección de basura), de los colegios 
de profesionistas o cámaras comercia­
les o industriales y aun de los sindicatos. 
La pregunta es si son sujetos obligados 
del derecho de acceso a la información 
y, de ser así, cuáles son los mecanismos 
para hacerlo efectivo frente a ellos. 

La amplitud del derecho de acce­
so a la información permite afirmar que 
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también son sujetos obligados. Esto es 
así porque cuando ejercen funciones de 
"autoridad" quedan comprendidos dentro 
de la fracción I del segundo párrafo del 
artículo 6º constitucional. El problema 
radica en determinar cuál es el proce­
dimiento para acceder a la información 
de estos sujetos. La respuesta es relati­
vamente simple: la información debe 
solicitarse a través de las autoridades 
que los supervisan o controlan. ¿Quiere 
decir que todas las actividades de todos 
estos sujetos privados pueden ser objeto 
del derecho de acceso a la información? 
Nos parece que la respuesta es negativa 
y que éste se limita a aquellas activida­
des relacionadas directamente con las 
funciones públicas. 

En cuanto a las personas físicas o 
morales que reciban o ejerzan recursos 
públicos, la fracción VI del articulo 6° 
del párrafo segundo de la Constitución 
establece que las leyes determinarán la 
manera en que los sujetos obligados 
deberán hacer pública la información 
relativa a los recursos públicos que 
entreguen a personas físicas o mo­
rales. Esta fracción aclara uno de los 
problemas más comunes de la legisla­
ción estatal en materia de acceso a la 
información, que frecuentemente es­
tablecía dentro de los sujetos obligados 
a "cualquier persona que reciba recursos 
públicos". Este tipo de disposición presen­
ta diversos problemas, tanto jurídicos 
como prácticos. Desde el punto de vis­
ta jurídico, el hecho de que una persona 

reciba recursos públicos no hace per se 
que su actividad se convierta en una ac­
tividad pública; pensemos, por ejemplo, 
en las familias que reciben recursos del 
Programa Oportunidades, de los adul­
tos mayores que reciben una cantidad 
mensual o de un becario. Desde el pun­
to de vista práctico, sería imposible que 
esas personas cumplieran con los requi­
sitos que establece la ley. 

La reforma constitucional precisa 
así, que la obligación de rendir cuentas 
respecto de la entrega de los recursos 
públicos a particulares corresponde a la 
autoridad que los otorga, y que la legisla­
ción secundaria debe precisar la manera 
en que esto se concreta. Pensemos por 
ejemplo en el caso de un sindicato que 
recibe recursos públicos. La obligación 
de informar sobre el monto y destino de 
estos recursos corresponde a la entidad 
gubernamental que los entrega y no al 
sindicato. Lo anterior, con independen­
cia de establecer en el futuro obliga­
ciones específicas, para que los líderes 
sindicales rindan cuentas a los traba­
jadores afiliados a un sindicato del uso 
de los recursos que reciben. En otras 
palabras, existe una discusión pendien­
te en materia laboral para establecer el 
derecho de los miembros de un sindica­
to al acceso a la información de su or­
ganización, pues este derecho no puede 
derivarse del texto del artículo 6º cons­
titucional en tanto los sindicatos no son 
órganos del Estado.28 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

VI 

QUÉ DEBE ENTENDERSE 
POR "INFORMACIÓN" 

A LO LARGO DE ESTE CUADERNO SE HAN HECHO 
MÚLTlPLES REFERENCIAS AL "DERECHO DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN".. Puede parecer entonces 
que el objeto de este derecho, es decir "la 
información", es algo relativamente ob­
vio que no requiere mayor explicación. 
Revisemos este punto. ¿A qué nos referi­
mos cuando hablamos de información? 

Generalmente se admite que el con­
cepto de "información" se refiere a he­
chos, datos, noticias o acontecimientos 
susceptibles de ser verificados. En este 
sentido se suele diferenciar de las opi­
niones e ideas que constituyen la ex­
teriorización del pensamiento de una 
persona y que implican, normalmente, 
uno o varios juicios de valor. Por ello, 
respecto de las opiniones e ideas no se 
puede exigir ''veracidad" u "objetividad" 
pues, por definición, tienen un carácter 
subjetivo. En cambio, la objetividad sí es 
un atributo propio de la información, en 
tanto que ésta debe reflejar los hechos o 
acontecimientos tal y como sucedieron. 
El problema reside en que la informa­
ción es un bien intangible. Esto quiere 
decir que, a diferencia de las cosas, no es 

una entidad corpórea que pueda tocar­
se. De alú la dificultad de dar"derecho de 
acceso" a un bien con estas característi­
cas, pues se corre el riesgo de quedarse 
con "aire", con un conjunto vacío. 

Por la razón antes expuesta, técni­
camente el objeto del derecho de acceso 
no es la información en abstracto, sino 
los documentos. Por documento debe­
mos en tender el soporte físico de cual­
quier tipo -escrito, impreso, sonoro, 
visual, digital, electrónico, holográfico-­
en el que se plasma una información. 
Así, un documento puede ser una carta, 
un acta, un contrato, una fotografía, un 
video, una grabación o un archivo elec­
trónico; por lo tanto, respecto al derecho 
que nos ocupa debemos entender por 
"información" cualquier documento que 
los sujetos obligados generen, obtengan, 
adquieran, transformen o conserven por 
cualquier razón o título. 

Esta definición es la que permite dar­
le contenido material al derecho y, gra­
cias a ello, determinar con precisión cuál 
es su objeto. En efecto, las personas tie­
nen derecho a conocer los expedientes, 
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EL EJERCICIO DEL 
DERECHO DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN 
OBLIGA A LOS 
GOBIERNOS A 
CONTAR CON 
ARCHIVOS 
ADMINISTRATIVOS 
ACTUALIZADOS. 

reportes, estudios, actas, resoluciones, 
oficios, correspondencia oficial, acuerdos, 
directivas, directrices, circulares, contra­
tos, converúos, instructivos, notas, me­
morándums, estadísticas o cualquier 
otro registro de la actividad guberna­
mental sin importar su fuente o fecha de 
elaboración. Es también, por esta razón, 
que en otros países no se habla del "de­
recho de acceso a la información", sino 
del "derecho de acceso a documentos 
administrativos". 29 

Lo que hasta ahora hemos expli­
cado tiene varias consecuencias impor­
tantes. La primera de ellas es que del 
texto constitucional puede derivarse la 
obligación para funcionarios y organis­
mos gubernamentales de documentar 
sus actividades y decisiones, pues de no 
hacerlo sería imposible tener acceso a 
los documentos y, con ello, se arúquila­
ría el objeto del derecho. De esta mane­
ra, la Constitución pretende lograr que 
se cuente con un registro documental de 
la actividad gubernamental, condición 
indispensable para alcanzar una autén­
tica rendición de cuentas. 

Pero no basta con llevar un re­
gistro documental de las actividades 
públicas, sino que es necesario orga­
nizarlo de manera tal, que sea posible 
identificar de forma rápida y eficiente 
los documentos a los que se quiere ac­
ceder. Imaginemos por un momento 
una gran biblioteca pública que care­
ciera de un sistema de clasificación. 

Aunque tuviera en sus acervos to­
dos los libros que solicitara un usuario y 
los bibliotecarios quisieran entregárselos, 
sin un sistema de clasificación resultaría 
prácticamente imposible encontrarlos y, 
por lo tanto, se cancelaría la posibilidad 
de consultarlos. Lo mismo sucede con 
los documentos admirústrativos. Sin un 
catálogo documental resulta imposible 
o muy difícil dar cabal cumplimiento a 
la obligación constitucional. Es por ello, 
como lo analizaremos adelante con ma­
yor detalle, que el ejercicio del derecho de 
acceso a la información obliga a los go­
biernos a contar con archivos admirús­
trativos actualizados. 

Ahora bien, puesto que la obliga­
ción constitucional se materializa en la 
entrega de documentos, ¿existe la obli­
gación de generarlos cuando éstos no 
existen? La respuesta a esta pregunta 
no es sencilla y requiere de una diferen­
cia importante que nos lleva a retomar 
algunas de las ideas ya expuestas. 

Explicamos que de la Constitución 
se deriva la obligación para las autori­
dades de documentar sus actividades. 
Es por ello que, en principio, si la solici­
tud de acceso se refiere al desempeño 
de las funciones y facultades que tiene 
una autoridad en una ley; el documento 
debe existir y por ello debe ser entrega­
do a quien lo solicite. El problema surge 
cuando la solicitud de acceso se refiere a 
un documento que no existe en la forma 
en que lo requiere el solicitante. 
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Un ejemplo nos ayudará a clarificar 
esta situación. La Secretaría de Relacio­
nes Exteriores (SRE) tiene como función 
llevar el registro de los tratados interna­
cionales que fuma México. Supongamos 
que esta secretaría mantiene en efecto 
un registro de cada tratado, pero no 
tiene un listado que contenga todos 
los tratados. Pensemos ahora que un 
estudiante desea saber el nombre y nú­
mero de todos los tratados firmados por 
México y hace una solicitud de acceso 
en ese sentido a la SRE. La información 
existe, pero no se cuenta con ella en la 
forma en que la requiere el estudiante. 
¿Hasta dónde alcanza la obligación de 
esa dependencia? ¿Tiene que generar un 
documento específico? ¿O basta con que 
entregue una copia de cada uno de los 
registros de cada tratado? 

Técnicamente, la respuesta correcta 
es esta última. El acceso se entiende otor­
gado cuando se ponen a disposición de 
los solicitantes los documentos relativos 
a la información solicitada, conforme se 
guardan en los archivos de la autoridad, 
y no existe una obligación de responder 
de manera especifica a cualquier tipo de 
solicitud. El ejemplo de una biblioteca nos 
puede ayudar de nuevo. El bibliotecario 
tiene obligación de entregar el libro -en 
este caso el documento fuente- pero no 
la de hacer una síntesis de las ideas que 
se encuentran en él. En el Anexo 2 de este 
Cuaderno daremos algunos ejemplos con­
cretos de qué y cómo preguntar. 

El problema reside en otra parte. 
Frecuentemente las autoridades gene­
ran información organizada para su uso 
interno y rara vez se piensa en los ciu­
dadanos, que somos usuarios potencia­
les de esa información. Es por ello que la 
Constitución no se limitó sólo a garanti­
zar el acceso a la información, sino que 
creó una obligación adicional para las 
autoridades, que es la de generar infor­
mación sobre el uso de los recursos pú­
blicos y los indicadores de gestión. Sobre 
esta cuestión volveremos más adelante. 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

VI 1 

UN ARCHIVO ES LA 
HMEMORIAR DE UNA 
ORGANIZACIÓN Y, SI 
ESTÁ DEBIDAMENTE 
ORGANIZADO, SE 
MULTIPLICAN LAS 
OPORTUNIDADES DE 
USAR LA 
INFORMACIÓN DE 
MANERA ÚTIL Y 
EFICIENTE, TANTO 
PARA FACILITAR EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS 
FUNCIONES DE ESA 
ORGANIZACIÓN, COMO 
PARA LA NECESARIA 
RENDICIÓN DE 
CUENTAS. 

POR QUÉ SON NECESARIOS 
LOS ARCHIVOS 

UNA DE LAS MÁS GRANDES FALLAS DE lA ORGANI· 
ZACION ADMINISTRATIVA EN M~ICO ES lA FALTA 
DE ARCHIVOS ADMINISTRATIVOS.30 Esto no es 
casual, sino que corresponde a una 
visión patrimonialista de la documen­
tación administrativa, en donde el lema 
podría ser "el documento es de quien lo 
trabaja". Como hemos afirmado, el prin­
cipio de publicidad de la información 
implica un giro radical a esta visión y 
obliga a repensar todo el proceso de ges­
tión documental en las organizaciones 
públicas. En efecto, no se trata solo de la 
preservación de los documentos -cues­
tión que, por lo demás, se está modifi­
cando significativamente debido al uso 
cada vez más generalizado de las tec­
nologías de la información- sino de una 
revisión completa del ciclo de vida de un 
documento y del uso de la información 
que contiene. 

La reforma constitucional recogió 
esta preocupación. La fracción V del pá­
rrafo segundo del artículo 6° establece 
que los sujetos obligados deben "preser­
var sus documentos en archivos admi­
nistrativos actualizados". Ello significa, 

en primer término, el reconocimiento 
pleno del Constituyente Permanente de 
que un ejercicio efectivo del derecho 
de acceso a la información supone la 
existencia de archivos actualizados y 
confiables. Pero más allá de lo anterior; 
conlleva una obligación implícita para 
que los sujetos obligados documenten 
sus actividades y mantengan esta infor­
mación organizada de manera tal que 
permita su utilización y consulta. 

Es importante que reconsideremos 
la concepción de lo que es un archivo 
administrativo. En general, los archivos 
suelen asociarse con sótanos húmedos o 
habitaciones aisladas en donde se acu­
mulan pilas de documentos que nadie 
consulta y a donde se envía como "cas­
tigo" al personal que resulta problemáti­
co o ineficiente. Si bien esta imagen no es 
gratuita y conserva rasgos de realidad, 
debe modificarse radicalmente para en­
tender que un archivo es la "memoria" 
de una organización y que, si está debi · 
<lamente organizado, se multiplican las 
oportunidades de usar la información de 
manera útil y eficiente, tanto para facili-
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tar el cumplinúento de las funciones de 
esa organización, como para la necesa­
ria rendición de cuentas. 

Un buen diseño institucional en 
materia de archivos supone resolver 
algunos dilemas. El primero se refiere 
a la necesidad de crear una ley de ar­
chivos distinta de la ley de acceso a la 
información. Conviene reconocer que 
la materia de archivos tiene una espe­
cificidad técnica y un desarrollo con­
ceptual y organizacional muy amplio. 
Sin embargo, en México es un campo 
muy descuidado y, de hecho, existen muy 
pocas personas con la formación y ca­
pacitación necesaria para hacer frente 
a la enorme tarea de organizar los ar­
chivos administrativos. Es por ello que 
las leyes de acceso a la información 
deben establecer solo algunos princi­
pios generales en la materia, que podrán 
desarrollarse posteriormente mediante 
disposiciones reglamentarias, en función 
de las capacidades institucionales que se 
vayan desarrollando. Esto permitiría no 
sobreregular una materia en la que re­
sulta necesario invertir urgentemente 
para superar las deficiencias tanto de 
infraestructura como de conocimiento 
técnico. 

Una segunda cuestión que resulta 
crucial es diferenciar entre el archivo 
histórico y los archivos administrati­
vos de gestión y concentración, pues se 
trata de materias que, si bien respon­
den a principios similares. tienen lógi-

cas de operación distintas. De manera 
simplificada, los archivos de gestión son 
aquellos que organizan los documentos 
que se utilizan cotidianamente en la 
operación de los organismos guberna­
mentales. Una vez que los documentos 
y expedientes dejan de ser utilizados 
frecuentemente, pueden pasar a un ar­
chivo de concentración, normalmen­
te uno por dependencia, en el cual se 
conservan por un periodo determina­
do (normalmente varios años), al tér­
mino del cual se revisan nuevamente. 
Aquellos que conviene conservar pa­
san al archivo histórico, rrúentras que 
el resto se destruye mediante lo que se 
denomina técnicamente una baja do­
cumental. Resulta claro entonces que 
cada uno de estos archivos responde a 
una lógica distinta y los criterios que 
se utilizan son diferentes. El problema 
reside en que, en ocasiones, se quieren 
usar los criterios propios del archivo 
histórico para la gestión de los docu­
mentos adrrúnistrativos. La gestión do­
cumental dentro de las organizaciones 
administrativas tiene una especifici­
dad que debe tomarse en cuenta, tanto 
en el momento de regular la materia, 
como al definir cuáles serán las autori­
dades responsables de implementarla. 

En cuanto a las disposiciones sustan­
tivas, debemos considerar que en materia 
de archivos existe una serie de normas in­
temacionaJmente reconocidas que cons­
tituyen la base de la gestión archivística 
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contemporánea, 31 incluso respecto de internacionalmente reconocidas, y con 
los documentos electrónicos. Por ello al menos los niveles de fondo, sección y 
no es necesario "inventar'' nuevos prin- serie documental. Finalmente, se debe­
cipios o reglas, sino bastaría con seguir ría establecer la obligación de publicar 
aquellos ya bien desarrollados en la un índice por serie documental, el cual 
práctica internacional y adaptarlos a las debería actualizarse al menos trimes-
posibilidades locales. tralmente.32 

De manera muy sintética, la legisla­
ción relativa a archivos debería contener 
los principios de la materia (disponibi­
lidad, eficiencia, localización expedita, 
integridad y conservación); la obliga­
ción de contar con responsables de los 
archivos de trámite y concentración -por 
cada sujeto obligado-, quienes serían 
los encargados de asegurar la debida 
organización, descripción, localización 
y conservación de los documentos; la 
obligación de contar al menos por cada 
sujeto obligado del cuadro general de 
clasificación archivística, el catálogo 
de disposición documental y los inven­
tarios documentales (general, trans­
ferencia y de baja); la definición de 
las autoridades responsables de esta­
blecer los lineamientos específicos en 
materia de organización de archivos ad­
ministrativos, con base en las normas 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

VI 11 

¿QUÉ QUIERE DECIR "TRANSPARENCIA"?: 
LA CONSTITUCIÓN LLEGA A INTERNET 

lAFRACOÓNVDELSEGUNDO PÁRRAFO DELARTÍCU· 
LO 6° ESTABLECE QUE LOS SWETOS OBLIGADOS "PU· 
BLIC'ARÁN A TRAVÉS DE LOS MEDIOS ELECTRÓNICOS 
DISPONIBLES, LA INFORMACIÓN COMPLETA Y AC· 
TUALIZADA SOBRE SUS INDICADORES DE GESTIÓN Y 
EL E.J ERCICIO DE LOS RECURSOS PÚBLICOS". Por su 
parte, la fracción VII del mismo artícu­
lo establece que "las leyes determinarán 
la manera en que los sujetos obligados 
deberán hacer pública la información 
relativa a los recursos públicos que en­
treguen a personas físicas y morales". 

A. LA INFORMACIÓN EN INTERNET 

Estas dos fracciones se refieren a uno 
de los aspectos más importantes de la 
reforma constitucional, que fue el de 
darle un contenido "activo" a la obliga­
ción que tiene el Estado de informar. En 
efecto, el derecho de acceso a la infor­
mación no se agota con la obligación de 
entregar los documentos luego de una 
solicitud de acceso, sino que se amplió 
para extender la obligación de las auto­
ridades de proporcionar información re-

levante sobre su quehacer a través de la 
publicación de ciertos datos en Internet. 
Esta idea ha sido desarrollada, con ma. 
yor o menor detalle, en prácticamente 
todas las leyes de acceso a la informa­
ción del país. 

La información que las autorida­
des deben poner a disposición de los 
ciudadanos en Internet se divide en 
dos grandes grupos. 

El primero se refiere a la informa­
ción relativa al ejercicio de los recursos 
públicos y comprende, entre otros, los 
siguientes aspectos: 

- Los sueldos de todos los servidores 
públicos, incluyendo todas las per­
cepciones, prestaciones, bonos y 
sistemas de compensación. 

- Los gastos efectuados por concep­
to de viáticos, gastos de represen­
tación y alimentación. 
El presupuesto asignado a cada 
dependencia, incluidos los infor­
mes sobre su ejecución. 
Los contratos por servicios, arren­
damientos, adquisiciones y obras 
públicas. 
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LA CONSTITUCIÓN 
OBLIGA ALAS 
ENTIDADES PÚBLICAS 
A PUBLICAR SUS INDI· 
CADORES DE GESTIÓN. 

- El resultado de las auditorías y 
otras acciones de revisión. 

- Los dictámenes de las cuentas pú­
blicas y los estados financieros. 

- Los programas, trámites y servi­
cios que presta un organismo. 

- Los montos y las personas a los 
que se entregan recursos públi­
cos, incluyendo los objetivos y los 
informes que éstos deban rendir 
sobre su uso. 

Los aspectos sobre los que se debe pro­
porcionar información, el grado de de­
talle y el cumplimiento efectivo de esta 
obligación varían en cada entidad fede­
rativa. Podemos decir que, aunque existe 
un conjunto de obligaciones que están 
presentes en todas las leyes del país (por 
ejemplo salarios, contratos y presupues­
tos), algunos estados de la República han 
realizado un esfuerzo adicional para 
ampliar el catálogo de conceptos sobre 
los cuales informan de manera obliga­
toria. Otras entidades, como Durango, 
Chihuahua, Nuevo León y el Distrito 
Federal han ido más lejos y han esta­
blecido, tanto obligaciones genéricas 
para todos los sujetos obligados, como 
obligaciones específicas para cada uno 
de ellos; por ejemplo, los poderes judicia­
les, legislativos, los institutos electorales 
o las universidades públicas. Esto tiene 
mucho sentido, pues si consideramos 
que los sujetos obligados por el derecho 
de acceso a la información desempeñan 

funciones tan diversas que van desde la 
actividad legislativa hasta la imparti­
ción de justicia, pasando por la gestión 
de los servicios públicos o las activida · 
des de policía, resulta conveniente que 
la legislación desarrolle el contenido de 
estas obligaciones de manera diferencia­
da para cada sujeto obligado. Lo anterior 
permite proporcionar a los ciudadanos 
información en Internet puntual y deta­
llada sobre las funciones específicas de 
cada órgano del Estado. 

Otro asunto a considerar se refiere a 
la calidad de la información que se pu· 
blica. Muchas páginas en Internet con­
tienen información excesiva, difícil de 
encontrar, incompleta, desactualizada o 
en jerga burocrática. Esto echa abajo el 
propósito de la reforma constitucional 
pues, en lugar de informar, confunden y 
desorientan. Por ello resulta conveniente 
que las leyes de transparencia y acceso 
a la información establezcan criterios 
para asegurar la calidad de la informa· 
ción, tales como: obligaciones precisas 
para que la información se actualice pe­
riódicamente; promover el uso de busca­
dores temáticos y el uso sistemático de 
lenguaje ciudadano en la información 
que se publica. Finalmente, deben con­
siderarse procedimientos para asegurar 
que se indique en cada página la fecha 
de la última actualización, así como el 
nombre de los responsables de la publi­
cación de la información por cada rubro 
temático. 



35

La experiencia muestra que la gene­
ración de información de buena calidad 
es una tarea difícil que requiere de coor­
dinación y evaluación continua al inte­
rior de cada una de las dependencias de 
gobierno. Supone modificar los actuales 
modelos fragmentados de gestión de la 
información, donde cada unidad admi­
nistrativa es una "isla" que controla una 
parte de la información, para darle un 
nuevo sentido que permita una mayor 
y mejor circulación de la información 
dentro de las propias organizaciones 
gubernamentales. En este sentido, las 
obligaciones de generar información no 
deben verse como "cargas", sino como una 
ventana de oportunidad que permita a 
las organizaciones públicas modificar 
sus prácticas de gestión de la informa­
ción y avanzar en una auténtica política 
de transparencia que maximice el uso 
público de su información, tanto para 
la propia organización como para sus 
usuarios, es decir, los ciudadanos. 

B. LOS INDICADORES DE GESTIÓN 

La Constitución obliga a las entidades 
públicas a publicar sus indicadores de 
gestión. Éste es un asunto complejo 
pero muy relevante sobre el que con­
viene detenernos. Debemos reconocer 
que aún carecemos de los elementos 
jurídicos y conceptuales que permitan 
definir de manera unívoca lo que cons-

tituye un "indicador de gestión". Sin 
embargo, del contexto político e insti­
tucional en el que se dio la reforma al 
artículo 6º constitucional, 33 es posible 
determinar que éstos tienen como in­
tención proporcionar información res­
pecto a la manera en que las entidades 
públicas cumplen con sus funciones 
sustantivas. Ahora bien, alcanzar este 
objetivo no es una tarea obvia ni senci­
lla, tanto por razones técnicas como de 
capacidades institucionales. 

Los indicadores de gestión son repre­
sentaciones o aproximaciones (proxis)34 

de la manera en que una organización 
pública realiza sus funciones sustanti­
vas, cuyo sentido pleno se alcanza solo si 
permiten observar las tendencias en el 
tiempo y discutir los resultados alcanza­
dos. Dicho de otro modo, los indicadores 
deben contribuir a explicar a la sociedad 
cómo una organización pública cumple 
con sus funciones y responsabilidades 
y cómo enfrenta sus problemas; el reto 
es hacerlo de manera simple y compren­
sible para los ciudadanos. En el fondo, 
los indicadores de gestión deben formar 
parte de un proceso pedagógico, para ex­
plicar a los ciudadanos las funciones y 
retos que enfrentan las instituciones pú­
blicas. 

Técnicamente, un indicador de ges­
tión se expresa por lo general como un 
cociente o una relación entre dos canti­
dades, pensadas como niveles (o cober­
tura) o como productividad y eficiencia. 
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EL GRAN RETO DE 
LOS INDICADORES DE 
GESTIÓN ES IMPEDIR 
QUE SE CAIGA EN EL 
ESQUEMA SIMPLISTA 
DE LA "ABSOLUTA 
INTEGRIDADª. 

Indicador de ge>tión de 
una uni\ crsid:td pUblic:a 

Nliml.!1'0 cJc alumnos tirulados 31'Q X 

Nl1mt'ro de alumnos admitidos ano X 

Por ejemplo. un indicador de gestión 
de una universidad pública puede ser 
la relación que exista entre el número 
de alumnos titulados y el número de 
alumnos admitidos. como enseguida 
se ejemplifica: Mientras mayor sea el 
índice (donde el ideal es 1) existen más 
probabilidades de que esa universidad 
esté cumpliendo en forma adecuada su 
función docente, pues todos los alumnos 
que ingresan obtienen un título profe­
sional. Sin embargo, como hemos dicho, 
ese cociente es solo una representación 
o aproximación de la función, pues no 
nos dice nada de la calidad de los egre­
sados ni de la manera en que son in­
corporados al mercado de trabajo. Por 
ello, siguiendo con nuestro ejemplo, los 
indicadores de gestión solo tienen senti­
do en el tiempo, como series y tenden­
cias. Un indicador de gestión no puede 
interpretarse como un número absoluto 
y definitivo, sino que debe dirigir la re­
flexión respecto de los retos que enfrenta 
una institución para alcanzar y mante­
ner sus funciones sustantivas. 

El gran reto de los indicadores de 
gestión es impedir que se caiga en el es­
quema simplista de la "absoluta integri­
dad". Esto es, si un indicador no llega al 
100%, se deduce que hay desastres, inefi­
ciencia, incompetencia y hasta corrup­
ción. Llevar el sistema de indicadores 

de gestión en esta dirección es terminar 
con su utilidad, pues las organizaciones 
públicas tenderán a protegerse generan­
do indicadores que saben con certeza 
que cumplirán. Ello generará un siste­
ma de indicadores que terminará siendo 
una simulación costosa. Los indicadores 
deben servir, por un lado, para estable­
cer un proceso pedagógico de mediano y 
largo plazo en el que permitan mostrar 
cómo se puede alcanzar el rango o nivel 
del indicador prometido en el tiempo 
especificado y, por otra parte, para pre­
ver las decisiones y factores críticos que 
deben ser atendidos para alcanzar otros 
rangos más complejos. Esto contribui­
ría efectivamente a mostrar a los ciu­
dadanos y a las propias organizaciones 
la manera en que se enfrentan sus acti­
vidades, se definen sus retos y logran sus 
metas. 

C. lA INFORMACIÓN SOBRE ENTREGA DE RECURSOS 
PÚBLICOS 

La información respecto de la entrega 
de recursos públicos a personas fisicas 
y morales es muy compleja. En primer 
lugar porque. además de que no existe 
un concepto claro de lo que constitu­
ye un "recurso público", hay una enor­
me variedad de especificaciones dentro 
de este concepto, tales como donativos, 
subsidios, transferencias. becas, asig­
naciones, erogaciones, programas, apor-
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taciones, etc. En segundo lugar, porque 
la entrega de recursos públicos a ter­
ceros, personas o empresas, se genera 
por una enorme variedad de razones, 
como la celebración de un contrato 
para realizar una obra, una donación a 
una asociación civil o la entrega de un 
subsidio a una familia de escasos re­
cursos. El punto central es que la mera 
entrega de recursos públicos no debe 
ni puede convertir automáticamente 
a la persona o empresa que las recibe 
en un sujeto obligado a parte entera, 
pues ello resulta juridicamente y fácti­
camente en una obligación imposible de 
cumplir. Supongamos por un momento 
que un estudiante que recibe una beca 
estuviera por ello obligado a entregar a 
cualquier persona que se lo requiriera 
un documento con una relación detalla­
da de la manera en que ha gastado esa 
beca. Esto resulta a todas luces poco ra­
zonable. 

Sin embargo, lo anterior no quie­
re decir que la obligación constitucio­
nal de rendir cuentas de la manera en 
que se ejercen los recursos públicos 
sea inaplicable. Lo que sucede es que la 
obligación de hacerlo recae no en la per­
sona que los recibe, sino en la autoridad 
que los entrega. Ello deriva, por ejemplo, 
en la obligación de publicar en Internet 
los padrones de los beneficiarios de los 
programas sociales, o bien el listado 
de las personas que reciben una beca. 
La obligación se amplía en ocasiones a 

publicar también las condiciones y re­
quisitos para hacerse acreedor a estos 
beneficios. Ello tiene por objeto asegu -
rar una plena transparencia en la ope­
ración de estos programas y evitar un 
uso incorrecto. 

Ahora bien, con mucha frecuencia los 
receptores de recursos públicos están 
-o deberían estar- obligados a entregar 
un informe a las autoridades sobre la 
manera en que los utilizaron. Al mismo 
tiempo, las autoridades pueden imponer 
algunas obligaciones a los receptores de 
recursos públicos respecto de la manera 
en que deben informar del uso que ha­
gan de ellos. Esto permite cumplir con 
el propósito del mandato constitucional 
y verificar que los recursos públicos se 
usan adecuadamente. En todos los casos 
estos informes deben ser públicos. Estas 
condiciones no son meras especulacio­
nes y existen casos que permiten ilus­
trar cómo estas disposiciones han tenido 
impacto en la rendición de cuentas.35 

El caso más famoso es el de la organi­
zación Provida, que recibió -de manera 
irregular- 30 millones de pesos para sus 
centros de ayuda a las mujeres. Seis or­
ganizaciones de la sociedad civil, junto 
con la Comisión de Género de la Cáma­
ra de Diputados, en ejercicio del derecho 
de acceso a la información, realizaron 
una serie de solicitudes de acceso a la 
información y lograron demostrar nu­
merosas irregularidades en el gasto, 
tales como compra de mobiliario a pre-
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cios mayores a los del mercado, pago de 
servicios de publicidad, compra de plu­
mas Mont Blanc, ¡e incluso adquisición 
de ropa interior para mujeres[ Como 
consecuencia de esta investigación, la 
Secretaría de la Función Pública ini­
ció procedimientos administrativos de 
responsabilidad contra diversas per­
sonas, que concluyeron con la inhabi­
litación por 15 años de Jorge Serrano 
Limón, presidente de Provida, y una 
multa de 13 millones de pesos. La Audi­
toría Superior de la Federación, por su 
parte, documentó irregularidades en 
más de 27 de los 30 núllones de pesos e 
identificó problemas en otros donativos 
entregados a la misma organización 
por otras autoridades federales. Una de 
las protagonistas de esta investigación 
ha reconocido que: "sin la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Infor­
mación Pública Gubernamental hubie­
ra sido imposible desentrañar el caso 
de Provida e ilustrar, por medio de una 
auditoria ciudadana, la corrupción de 
ese grupo".36 

Existen muchos otros casos que 
ilustran el poder del acceso a la infor­
mación y su capacidad para producir 
una auténtica rendición de cuentas. En­
tre otros puede mencionarse la entrega de 
información relativa a la transformación 
de deuda privada en deuda pública, de 
los bancos luego de la crisis económi­
ca de 1994; el acceso a la información 
de los fideicomisos públicos; el recono-

cimiento del derecho de acceso de los 
pacientes a sus expedientes médicos; 
la identificación de los infractores a la 
legislación ambiental; el conocinúento 
de las contrataciones de las principa­
les empresas públicas; la evaluación 
de la calidad de las escuelas, etc. 

Un aspecto muy controvertido 
es el acceso a la información relati­
va al dinero público que se entrega a 
muchos sindicatos. Hay ya plena con­
vicción de que estos donativos deben 
estar acompañados de un propósito 
específico y que los sindicatos deben 
rendir cuenta precisa a las autoridades 
de la manera en que los utilizaron. Esta 
convicción debe traducirse en obliga­
ciones legales específicas; tal es el caso 
de la Ley de Transparencia y Acceso a 
la Información del Estado de Durango, 
que establece como sujetos obligados 
indirectos a los sindicatos respecto de 
los recursos públicos que reciban. 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

IX 

LA INFORMACIÓN RESERVADA 

EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD DE LA INFORMACIÓN 
GUBERNAMENTAL NO ES ABSOLUTO, SINO QUE AD­
MITE ALGUNAS EXCEPCIONES, COMO SUCEDE CON 
TODO DERECHO FUNDAMENTAL Es por ello que 
el propio artículo 6° constitucional es­
tablece que la información pública po­
drá "ser reservada temporalmente por 
razones de interés público en los tér­
minos que fijen las leyes". Este párrafo 
da origen a la posibilidad que tienen 
los sujetos obligados de clasificar como 
"reservado~ un documento y, por ello, 
sustraerlo por un tiempo determinado 
del conocimiento público. Analizare­
mos a continuación el contenido ma­
terial de este principio y cuáles son sus 
implicaciones prácticas. 

En primer lugar, la Constitución es­
tablece lo que se conoce técrúcamente 
como una "reserva de ley", es decir, que 
solo instrumentos jurídicos con el ca­
rácter formal y material de ley, expedi­
dos por el Congreso de la Unión o por 
los congresos de los estados según sea 
el caso, podrán contener las hipótesis 
de excepción al principio de publici­
dad. Ordenamientos de rango inferior 

a la ley -tales como reglamentos, decre­
tos o circulares- no pueden establecer o 
ampliar las excepciones. Esto es rele­
vante pues implica que solo a través de 
una ley se puede limitar el acceso a la 
información. 

En segundo lugar, las excepciones 
solo pueden establecerse cuando exis­
ta una razón de interés público que las 
justifique. Esto quiere decir que la re­
serva debe proteger un asunto de interés 
general {no privado) cuando la divulga­
ción de la información pueda ponerlo en 
riesgo. ¿Cuáles son esas razones? Exis­
te un catálogo generalmente aceptado 
en la materia que incluye la seguridad 
y defensa nacionales; la seguridad pú­
blica; la estabilidad económica o finan­
ciera; la conducción de las relaciones 
internacionales; la vida, seguridad o 
salud de las personas; las relacionadas 
con las acciones de aplicación de las 
leyes; las que afecten el patrimonio de 
las entidades públicas, y las relaciona­
das con el proceso deliberativo de los 
servidores públicos, siempre y cuando 
esté relacionado con un proceso que 
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EN MUCHOS CASOS 
UN DOCUMENTO O 
UN EXPEDIENTE DE UN 
ASUNTO (ES DECIR, 
UN CONJUNTO 
DE DOCUMENTOS 
AGRUPADOS) PUEDEN 
CONTENER TANTO 
INFORMACIÓN PÚBLI­
CA COMO RESERVADA 
O CONFIDENCIAL. EN 
ESTAS OCASIONES, Y 
PARA DARVIGENCIAAL 
PRINCIPIO DE MAxlMA 
PUBLICIDAD, SE PUEDE 
ELABORAR LO QUE SE 
CONOCE COMO VER­
SIONES PÚBLICAS. 

afecte el interés público y en tanto no 
se adopte la decisión definitiva. 37 

Ahora bien, no basta que la infor­
mación se refiera a estas materias. Es 
necesario que la autoridad demuestre 
que la divulgación de la información en 
ese caso en concreto puede causar un 
daño al interés público protegido. Esta 
valoración específica que, reiteramos, 
debe hacerse caso por caso, se conoce 
como una "prueba del daño". Consiste 
en exponer los argumentos y razones, 
basados en elementos objetivos o veri­
ficables, a partir de los cuales se derive 
que la divulgación de una información 
en particular puede afectar, poner en 
riesgo o dañar el interés protegido. Esa 
motivación no debe basarse en meras 
especulaciones o suposiciones, sino en 
elementos objetivos que permitan eva­
luar que existe un riesgo actual e inmi­
nente.38 

Es muy importante precisar que la 
información que se clasifique bajo es­
tas hipótesis no pierde el carácter de 
pública, sino que se "reserva" tempo­
ralmente del conocimiento público; es 
decir que por un tiempo determinado 
se conservará en archivos especiales 
debidamente custodiados. Concluido el 
plazo de reserva, el documento podrá 
divulgarse. 

Mucho se ha debatido sobre el 
plazo de reserva. Hay quienes consi­
deran que debe ser muy breve (dos o 
tres años), otros argumentan que debe 

extenderse por periodos más largos 
(treinta años o más). En la práctica 
internacional no existe un estándar 
uniforme y los plazos varían mucho 
de país en país. En Canadá y Sudáfrica 
el tiempo de reserva puede prolongar­
se hasta 20 años; 30 en Colombia; 70 
en Suecia, ¡y en Francia hasta 150!39 En 
realidad, consideramos que éste es un 
falso debate, pues la información debe 
permanecer reservada siempre y cuan­
do se haya probado el daño que causa­
ría la divulgación de esa información 
y subsistan las causas que dieron ori­
gen a la reserva. En cuanto estas cau­
sas se extingan, la información debería 
ser divulgada independientemente del 
plazo por el que haya sido reservada. 
En términos legislativos, consideramos 
que un plazo razonable se sitúa entre 
siete y doce años, en tanto que la ley 
prevea que éste puede ser más cor­
to cuando dejen de existir las causas 
que motivaron la reserva, o más largo 
cuando éstas subsistan. 

Un ejemplo nos ayudará a clarifi­
car lo que hasta ahora hemos expues­
to. Pensemos que alguien solicita la 
entrega de los planos del penal de alta 
seguridad de "La Palma'', donde están 
red uidos algunos de los reos de mayor 
peligrosidad del país. Resulta obvio que 
la entrega de este documento puede, 
razonablemente, poner en riesgo la se­
guridad del penal y, con ello, causar un 
daño a la seguridad pública del país. 
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La autoridad responsable de la custo­
dia de este documento debe entonces 
proceder a clasificarlo como reservado 
motivando las causas (daño probable 
a la seguridad pública). El documento 
debe permanecer como reservado has­
ta que el penal deje de operar, indepen­
dientemente del plazo específico que 
se haya determinado en el documento 
de clasificación. 

El ejemplo anterior resulta claro. 
El problema reside en que en muchos 
casos la determinación del daño no es 
tan obvia y existen zonas grises don­
de cabe una duda razonable. ¿Debe di­
vulgarse, por ejemplo, el mapa de los 
duetos de petróleo, el expediente mé­
dico del presidente de la República o los 
contratos de licitación de los aparatos 
de comunicación de la Policía Federal 
Preventiva? Es ahí donde el principio 
constitucional de máxima publicidad 
resulta muy relevante, pues indica que 
solo en aquellos casos en los que resul­
ta posible realizar una prueba de daño 
que muestre de manera inequívoca que 
la divulgación de la información puede 
generar un daño al interés protegido, la 
información puede -y debe- ser clasifi­
cada como reservada. Si no es así, los 
documentos deben ser entregados al 
solicitante. 

En muchos casos un documento 
o un expediente de un asunto (es decir, 
un conjunto de documentos agrupados) 
pueden contener tanto información 

pública como reservada o confidencial. 
En estas ocasiones, y para dar vigencia 
al principio de máxima publicidad, se 
puede elaborar lo que se conoce como 
versiones públicas. Esto significa sim­
plemente que las partes reservadas o 
confidenciales del documento o del expe­
diente se testan (tachan) o se eliminan. 
Esto permite dar acceso a la información 
al tiempo que se mantiene la reserva 
respecto de las cuestiones que tienen 
este carácter. Las leyes de acceso a la 
información deben contemplar los 
procedimientos de clasificación de la 
información, es decir, precisar quién, 
cuándo y cómo debe reservar un docu­
mento, así como los mecanismos para 
asegurar la custodia y preservación 
del documento. Es necesario reconocer 
que en México estos procedimientos 
son prácticamente desconocidos y que 
carecemos de una cultura administra­
tiva que permita dar el tratamiento ade­
cuado a los documentos clasificados. 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

X 

LA INFORMACIÓN 
CONFIDENCIAL PRO­
TEGE DOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES: EL 
DERECHO A LA VIDA 
PRIVADA Y EL DERECHO 
A LA PROTECCIÓN 
DE LOS DATOS 
PERSONALES; ESTE 
ÚLTIMO RECIENTE­
MENTE CONSAGRADO 
COMO TAL EN NUESTRA 
CONSTITUCIÓN. 

LA INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 

lAFRACCIÓN 11 DELSEGUNDO PÁRRAFO DELARTÍCU­
LO 6° CONSTITUCIONAL SE REFIERE A UN CONJUNTO 
DE INFORMAOÓN DISTINTO AL DE LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA Y QUE SE DENOMINA GENÉRICAMENTE 
COMO •INFORMACIÓN CONFIDENCIAL".. La in­
formación confidencial está constituida 
por los datos personales (véase infra), 
los secretos comercial, industrial, ban­
cario, fiduciario, fiscal y profesional, y la 
información protegida por los derechos 
de autor y la propiedad intelectual. In­
cluye también la información relativa 
al patrimonio de las personas físicas o 
morales que no son sujetos obligados, y 
aquella que comprenda hechos y actos 
de carácter económico, contable, jurídi­
co o administrativo relativos a una per­
sona física o moral que pudiera ser útil 
para un competidor; como la relativa a 
detalles sobre el manejo del negocio del 
titular; sobre su proceso de toma de de­
cisiones o información que pudiera afec­
tar sus negociaciones, acuerdos de los 
órganos de administración, políticas de 
dividendos y sus modificaciones o actas 
de asamblea, innovaciones tecnológicas 
o proyectos futuros.40 

La información confidencial prote­
ge dos derechos fundamentales: el de­
recho a la vida privada y el derecho a 
la protección de los datos personales; 
este último recientemente consagra­
do como tal en nuestra Constitución. 
Por tratarse de información cuya di­
vulgación afecta estos dos derechos, 
tiene características especiales y re­
glas distintas a aquellas aplicables a 
la información reservada. Quizá la 
más importante es que esta información 
-aunque esté en posesión de una entidad 
pública- nunca tiene el carácter de in­
formación pública y, por ello, no está su­
jeta a un plazo de reserva, sino que se 
encuentra indefinidamente sustraída 
del conocimiento público, como es el 
caso de los datos personales, o bien a 
periodos y mecanismos de protección 
especiales contenidos en las leyes es­
pecíficas, como son las de derechos de 
autor y propiedad industrial. 

Otra regla importante es que la in­
formación confidencial debe ser trata­
da de manera especial, pues su acceso 
debe estar restringido a aquellos fun-
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cionarios autorizados para conocerla 
y, en todo caso, deben establecerse san­
ciones si éstos divulgan indebidamente 
su contenido. La información confiden­
cial tampoco se encuentra sujeta al 
principio de máxima publicidad, por 
lo que su protección debe entenderse 
en sentido muy amplio. Consideremos 
el ejemplo concreto de las declaraciones 
de impuestos que los contribuyentes en­
tregamos todos los años a la Secreta­
ria de Hacienda y Crédito Público. En 
ellas informamos de nuestros ingresos 
y gastos. Estos datos, que entregamos 
de manera obligatoria, se refieren a 
nuestro patrimonio y actividades, por 
ello están protegidos por el secreto 
fiscal de manera tal, que solo las au­
toridades :fiscales u otras, autorizadas 
expresamente por una ley. pueden co­
nocer. Otro ejemplo sería el caso de 
una empresa que, para poder partici­
par en una licitación pública, debe en­
tregar información que está protegida 
por una patente. Por razones obvias esta 
información no puede ser divulgada 
indiscriminadamente a cualquiera que 
la solicite, aunque se encuentre en un 
expediente que es público. 

¿Significa lo anterior que estamos 
frente a información que nunca po­
drá ser conocida? La respuesta es ne­
gativa. La Constitución precisa que la 
protección será en los "términos y con 
las excepciones que fijen las leyes". Así, 
por ejemplo, las leyes de acceso han 

establecido que la información relati­
va al salario de los servidores públicos, 
que en principio constituye un dato 
personal, debe ser divulgada en Inter­
net. Asimismo se ha establecido que 
los secretos bancarios y fiduciarios no 
pueden ser utilizados por las depen­
dencias públicas para ocultar datos so­
bre el uso de recursos públicos, y que 
por ello la información relativa a las 
cuentas bancarias y los fideicomisos 
constituidos por autoridades debe ser 
divulgada cuando exista una solicitud 
de acceso. 

Quizá el conjunto más importan­
te y significativo de información con­
fidencial está integrado por lo que se 
conoce corno los "datos personales". En 
la siguiente sección nos detendremos 
con detalles en esta cuestión. 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

XI 

EXISTE UN CONJUNTO 
DE PRINCIPIOS 
INTERNACIONALMENTE 
RECONOCIDOS QUE 
RIGEN LA PROTECCIÓN 
DE LOS DATOS PERSO­
NALES, QUE SON LOS 
DE CONSENTIMIENTO, 
INFORMACIÓN PREVIA, 
LICITUD, CALIDAD DE 
LA INFORMACIÓN, 
CONFIDENCIALIDAD Y 
SEGURIDAD. 

LOS DATOS PERSONALES 

POR DISJINTAS RAZONES, A DIARIO ENTREGAMOS 
A lAS AUTORIDADES UNA GRAN CANTIDAD DE IN­
FORMACIÓN RElAOONADA CON NUESTRA VIDA 
PERSONAL; por ejemplo para realizar un 
trámite, obtener un servicio o cumplir 
con ciertas obligaciones. Pensemos en 
el expediente médico que se encuentra 
en las clínicas del IMSS o del ISSSTE, en 
nuestro historial escolar, en los datos 
respecto de nuestro domicilio, número 
telefónico, edad, religión y dependien­
tes económicos, o en nuestros ingre­
sos anuales que declaramos para fines 
fiscales. Imaginemos qué sucedería si 
toda esta información fuera pública y 
cualquiera pudiera conocerla. Obvia­
mente se estaría afectando nuestra 
vida privada y, con ello, nuestro de­
recho a preservarla del conocimiento 
público. En efecto, la Suprema Corte 
de Justicia ha dicho que ~el derecho a 
la vida privada consiste en la facul­
tad que tienen los individuos para no 
ser interferidos o molestados por per­
sona o entidad alguna, en todo aque­
llo que desean compartir únicamente 
con quienes ellos eligen".41 Es por ello 

que todos estos datos -que se conocen 
como datos personales- merecen un 
trato especial y privilegiado. 

Un dato personal es una informa­
ción que concierne a una persona ffsi­
ca, identificada o identificable. Ejemplos 
de datos personales son el nombre 
asociado a las características físicas 
o emocionales, el estado de salud, la 
cuenta de correo electrónico, el patri­
monio, la religión, la huella digital, la 
fotografía o el número de seguridad 
social de una persona. Lo importante 
es la asociación de dos o más datos 
que permitan referirlos a una persona 
física específica e identificable. Esto es 
especialmente delicado ahora que las 
nuevas tecnologías de información per­
miten el tratamiento de estos datos de 
manera tal, que la información perso­
nal se puede comunicar, manipular o 
usar para muy diversos fines.42 

En la dimensión internacional, par­
ticularmente en Europa, el derecho a la 
protección de los datos personales es 
considerado como un derecho funda -
mental a título propio, distinto del de-
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recho a la intimidad.43 En México, este 
derecho fue reconocido recientemente 
como tal en la Constitución.44 Por su 
parte, la fracción II del segundo párra­
fo del artículo 6º constitucional esta­
bleció la protección de los datos perso­
nales en posesión de las autoridades, 
pues el Constituyente Permanente 
identificó claramente que era necesario 
proteger esos datos de la posibilidad que 
fueran divulgados indiscriminadamen­
te o usados para propósitos distintos de 
aquellos por los que fueron recolectados. 

De esta manera, las leyes de ac­
ceso a la información son también 
en muchos casos leyes de protección 
de datos personales respecto de aquellos 
datos personales que se encuentran en 
posesión de las entidades gubernamen­
tales, tal como sucede en la mayor parte 
de las entidades federativas; en algunas 
de ellas, como el Distrito Federal, Gua­
najuato, Colima y Oaxaca se ha optado 
por expedir leyes distintas, una para 
regular el acceso a la información y 
otra para la protección de los datos 
personales. 

Existe un conjunto de principios 
internacionalmente reconocidos que 
rigen la protección de los datos perso­
nales, que son los de consentimiento, 
información previa, licitud, calidad de 
la información, confidencialidad y se­
guridad.45 A continuación los examina­
remos brevemente.16 

El principio del consentimiento es el 
eje fundamental a partir del cual se ha 
construido el derecho a la protección de 
los datos personales, y conlleva la idea 
de la autodeterminación informativa. 
Implica que todo tratamiento de datos 
personales requiere ser autorizado pre­
viamente por el titular de los mismos. 
En este sentido, la manifestación de vo­
luntad por parte del titular de los datos 
deberá ser libre, informada y específica. 
En otras palabras, el titular de los datos 
es el uúnico que tiene derecho a decidir 
quién, cómo, cuándo y para qué se tra­
tan sus datosn.47 

El segundo de los principios es el 
de información. Supone que el respon­
sable del tratamiento de los datos tie­
ne la obligación de dar a conocer a las 
personas que sus datos serán organi­
zados en una base de datos, los fines 
para los cuales se utilizarán, así como 
la posibilidad de ejercer los derechos 
de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición (véase infra). Del cabal cum­
plimiento de este principio depende que 
el consentimiento sea válido, pues de 
no conocerse de manera precisa los 
alcances del tratamiento, éste puede 
considerarse como inválido. 

El tercer principio es el de calidad. 
Propone que los datos recabados deben 
ser adecuados, exactos, pertinentes y no 
excesivos, según sea la finalidad para la 
que fueron recabados. Por su parte, el 
principio de licitud consiste en que las 
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entidades gubernamentales solo deben 
desarrollar o tener sistemas de datos 
personales relacionados directamente 
con sus facultades y atribuciones. La 
posesión de sistemas de datos perso­
nales que no estén directamente rela­
cionados con las atribuciones de una 
entidad gubernamental violenta direc­
tamente este principio. 

El principio de confidencialidad es­
tablece que los sujetos obligados deben 
asegurar el manejo confidencial de los 
sistemas de datos personales, y que su 
transmisión o divulgación solo puede 
darse previo consentimiento del titular. 
Finalmente, el principio de seguridad 
conlleva la obligación de quien reca­
ba los datos de adoptar las medidas 
de carácter técnico y organizativo que 
aseguren un tratamiento seguro. En esta 
materia se reconoce que no todos los 
datos personales requieren del mismo 
grado de seguridad, por lo cual pueden 
establecerse diferentes niveles. Así, los 
datos de identificación de una persona 
-por ejemplo, el domicilio, el número 
telefónico, el RFC o la fecha de naci­
miento- requieren de un nivel de pro­
tección bajo, a diferencia de los "datos 
sensibles", que son aquellos relaciona­
dos, por ejemplo, con las preferencias 
ideológicas, religiosas, la vida sexual o 
la salud, que necesitan un nivel de pro­
tección alto. 

Desde luego que todos los princi­
pios arriba descritos admiten excep-

dones, principalmente cuando los 
datos hayan sido recabados por un 
mandato legal o para el cumplimiento 
de las facultades legales de las entida­
des gubernamentales. Ahora bien, es­
tos principios se complementan con 
cuatro derechos distintos e independien­
tes, que son los de acceso, rectificación, 
cancelación y oposición, que la doctrina 
reconoce como los "derechos ARCO", y 
que brevemente describiremos a con­
tinuación. 

El derecho de acceso corresponde 
a cualquier persona física para obtener 
gratuitamente información sobre sus 
datos de carácter personal sometidos 
a tratamiento por una entidad guber­
namental, así como las transmisiones 
hechas o que se prevea realizar de los 
mismos. El de rectificación es el de­
recho de modificar o corregir los datos 
cuando sean inexactos o incompletos. El 
de cancelación es el derecho de solici­
tar el bloqueo de los datos personales 
cuando hayan sido objeto de tratamien­
to en violación a alguno de los princi­
pios arriba referidos. Finalmente, las 
personas tienen derecho a oponerse 
al tratamiento de sus datos cuando 
hayan sido recabados sin su consenti­
miento. 
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El acceso a la 
lnformad6n 
como un derecho 
fundamental 

CAPÍTULO 

XI 1 

CÓMO SE EJERCE EL DERECHO DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN 

lA FRACOÓN 111 DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍ· 
CULO 6° ESTABLECE QUE CUALQUIER PERSONA, SIN 
NECESIDAD DE ACREDITAR INTERÉS ALGUNO O JUS­
TIFICAR SU UTILIZACIÓN, TENDRÁ ACCESO GRATUno 
A lA INFORMACIÓN PÜBUCA, SUS DATOS PERSONA­
LES Y lA RECJIFlrACIÓN DE 5ToS. Este acceso 
se debe dar; conforme a la fracción N del 
mismo artículo, mediante mecanismos 
de acceso a la información y procedi­
mientos de revisión expeditos. De estas 
dos fracciones leídas en conjunto se des­
prenden varias obligaciones que comen­
taremos a continuación. 

El primer aspecto se refiere a la 
universalidad en el ejercicio del derecho 
de acceso a la información, derivada de 
su carácter de derecho fundamental, 
y que implica que cualquier persona 
puede hacer uso de él. Entonces, basta 
que cualquier persona haga una soli­
citud de acceso a la información, para 
desencadenar la obligación de las au­
toridades de entregarla. Lo anterior es 
una consecuencia directa del princi­
pio de publicidad de la información al 
que ya nos hemos referido. En efecto, 
si la información es pública, entonces 

se sigue que no se requiere acreditar 
interés alguno o justificar su utiliza­
ción. Quiere decir -siguiendo el símil de 
una biblioteca pública- que basta que una 
persona solicite un documento para que, 
de existir; éste le sea entregado sin más 
trámite, sin necesidad de preguntar 
para qué lo utilizará o cuál es el motivo 
o interés que la lleva a solicitarlo. 

Otra consecuencia de lo anterior es 
el carácter gratuito de este acceso, es de­
cir; el costo del procedimiento de acceso 
debe ser cubierto por los órganos del Es­
tado. Eventualmente, tal y como lo dis­
ponen muchas de las leyes de acceso a la 
información y lo reconoce el Dictamen 
de la Cámara de Diputados que adicionó 
el artículo 6° constitucional, el único co­
bro admisible es el de recuperación de los 
materiales que se utilizan para entregar 
la información (fotocopias, respaldos, 
discos compactos, gastos de envío, etc.). 
Esto es importante, porque una manera 
de evitar el cumplimiento del derecho de 
acceso es imponer costos muy altos a la 
búsqueda de información o bien cobrar 
muy caro por las fotocopias o el envío 
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LA EXPERIENCIA MUES­
TRA QUE UN PLAZO DE 
ENTRE 1OY20 DÍAS 
HÁBILES ES SUFICIENTE 
PARA QUE LAS AUTORI­
DADES IDENTIFIQUEN 
LOS DOCUMENTOS 
QUE SE SOLICITAN Y 
PUEDAN ENTONCES 
OTORGAR ELACCESO 
DE MANERA DIRECTA 
O MEDIANTE COPIAS U 
OTROS MECANISMOS 
DE REPRODUCCIÓN. 

de la información. Es por ello que la 
Constitución subraya el hecho de que 
el acceso a la información es gratuito. 
Una legislación que contraviniera este 
principio podría ser declarada incons­
titucional. 

El acceso a los datos personales o su 
rectificación supone una situación ra­
dicalmente diferente. En esta hipótesis, 
solo el titular de los datos está autoriza­
do para solicitarlos y, para entregarlos, 
la autoridad debe verificar que se trata 
de esa persona; normalmente median­
te la presentación de una identificación 
oficial como la credencial de elector. Cu­
bierta esta condición, el acceso a estos 
datos o a su rectificación debe darse de 
manera inmediata y gratuita, sin necesi­
dad de justificación alguna. Así, una per­
sona tiene el derecho de solicitar el acce­
so a su expediente médico, pero solo esa 
persona (o su representante legal) puede 
hacerlo. 

El acceso a la información o a los 
datos personales debe hacerse median­
te mecanismos y procedimientos de re­
visión expeditos. El texto constitucional 
diferencia entre "mecanismos" y "procedi­
mientos de revisión". El "mecanismo" se 
refiere al procedimiento de acceso que se 
desarrolla ante la autoridad u organismo 
que tiene la información, rrúentras que 
el "procedimiento de revisión" se refiere 
al que se trarrúta ante el órgano garante, 
que funciona como instancia de revisión 
y corrección (véase infra sección XIQ. 

A. LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMA· 
QÓN 

El trámite de acceso a la información 
y los de acceso y rectificación de da­
tos personales son procedimientos de 
naturaleza administrativa que tienen 
dos etapas. La primera se tramita ante 
la autoridad que tiene (o debe tener) la 
información. Esta etapa se inicia con 
una solicitud presentada en la unidad 
de información, por Internet o incluso 
por teléfono, como de manera innova­
dora lo estableció la Ley de Acceso a la 
Información del Distrito Federal. Esta 
solicitud debe contener la información 
mínima necesaria para poder identi­
ficar los documentos que se solicitan. 
Dicho aspecto es muy importante, pues 
la falta de archivos administrativos y 
de información debidamente cataloga­
da impide en muchas ocasiones identi­
ficar con precisión el documento al que 
se solicita el acceso. En principio, la so­
licitud de acceso a la información debe 
identificar un documento o expediente 
de manera precisa. Por ejemplo, "el do­
cumento en el que se determinó otor­
gar un contrato a una persona" o bien 
"las grabaciones de las sesiones del 
órgano de gobierno de Pemex". Ideal­
mente, también estos documentos o ex­
pedientes deben estar identificados en 
los catálogos documentales de las de­
pendencias, por lo cual sería relativa­
mente fácil identificarlos. Sin embargo, 
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estos catálogos raramente existen, por 
lo que es frecuente que las preguntas 
de los ciudadanos se hagan en forma 
genérica, y en ocasiones resulta difícil 
responderlas. Este problema solo po­
drá solucionarse en la medida en que 
avancemos en la construcción de ar­
chivos administrativos. Mientras esto 
ocurre, será ineludible que las unida­
des que reciben las solicitudes auxilien 
a los particulares a formular sus pre­
guntas. 

Mucho se ha discutido si es necesa­
rio que el solicitante se identifique ple­
namente, o si es posible hacer preguntas 
anónimas o mediante un pseudónimo 
(práctica por cierto frecuente en las 
solicitudes de acceso a la informa­
ción). En sentido práctico, al tratarse 
de un derecho fundamental abierto a 
toda persona, la identificación precisa 
del solicitante no parece indispensable, 
o por lo menos un requisito necesario 
para ejercerlo, salvo en el caso de solici­
tudes de acceso a datos personales; sin 
embargo, sí es un dato imprescindible 
para el ejercicio de los recursos de de­
fensa o incluso el amparo. Así, una so­
licitud hecha por "Juan Preguntas" pue­
de ser respondida, pero si se hace de 
manera inexacta, incompleta o simple­
mente se niega, "Juan Preguntas" ten­
drá serias dificultades al ejercer su de­
recho de revisión o para interponer un 
amparo. Es cierto que existe una enorme 
desconfianza ante las autoridades o in-

cluso el temor a represalias, cuestión que 
ha justificado en muchas ocasiones que 
los ciudadanos usen nombres falsos o 
apodos. No obstante la construcción de 
auténticos ciudadanos plenamente res­
ponsables del ejercicio de sus derechos 
nos hace pensar que ojalá llegue el día 
en que esta práctica ya no sea necesaria. 
El plazo para resolver las solicitudes de 
acceso debe ser"expedito", es decir relati­
vamente breve, pero no demasiado, para 
permitir una adecuada gestión de las 
solicitudes al interior de las dependen­
cias y entidades. Plazos muy breves tie­
nen resultados contraproducentes, pues 
símplemente resultan incumplibles. 

La experiencia muestra que un 
plazo de entre 10 y 20 días hábiles es 
suficiente para que las autoridades iden­
tifiquen los documentos que se solicitan 
y puedan entonces otorgar el acceso de 
manera directa o mediante copias u 
otros mecanismos de reproducción. 

B. EL RECURSO DE REVISIÓN ANTE UN ÓRGANO 
GARANTE 

La segunda etapa corresponde al pro­
cedimiento de revisión. Este procedi­
miento se tramita ante el órgano ga­
rante cuando la autoridad a la que se 
le solicitó la información realice cual­
quiera de las siguientes conductas: 

- Niegue el acceso a la informa­
ción declarando que la infor-
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ELECTRÓNICOS. 

mación solicitada es reservada o 
confidencial. 

- Declare la inexistencia del docu­
mento. 

- No cumpla con los térrrúnos, pla­
zos o modalidades de entrega de 
los documentos requeridos en la 
solicitud de acceso. 

- Entregue información incomple­
ta o que no corresponda a los tér­
minos de la solicitud. 

- Niegue el acceso o rectificación 
de datos personales. 

Este recurso debe ser diseñado como 
un procedimiento administrativo se­
guido en forma de juicio, en el cual las 
partes, es decir el ciudadano y la auto­
ridad, deben tener derecho de a udien­
cia para presentar de manera oral o 
escrita sus argumentos. Además debe 
ser "expedito". En general puede consi­
derarse que cumple con este requisito 
si su duración no excede de tres meses. 
Las resoluciones que dicte el órgano ga­
rante deben tener el carácter de defini­
tivas, es decir que son obligatorias para 
la autoridad y que contra ellas no debe 
proceder ningún otro procedimiento 
adicional, incluso ante un tribunal ad­
rrúnistrativo. Esto es así, porque el tex­
to constitucional establece como una 
característica distintiva de este proce­
dirrúento que debe trarrútarse ante un 
órgano u organismo especializado. El 
Constituyente Permanente tenía una 

intención clara cuando redactó este 
texto. Buscaba evitar que las resolu­
ciones de estos órganos fueran objeto 
de un largo litigio ante los tribunales 
administrativos. Así, un procedimien­
to de revisión, cuyo diseño legislativo 
no reúna estas condiciones, violenta 
el principio constitucional de tener un 
procedimiento de revisión expedito por 
un órgano especializado. 

Ahora bien, ¿qué sucede si un soli­
citante -€S decir un ciudadano- está in­
conforme con la resolución del órgano 
garante? Pues bien, por tratarse de una 
garantía constitucional, puede recurrir al 
juicio de amparo ante un tribunal federal 
para proteger el ejercicio de su derecho. 
Corresponderá a ese tribunal federal -€S 

decir; un juez de distrito- resolver en úl­
tima instancia sobre la decisión del órga­
no garante. ¿Pueden las autoridades ha­
cer lo mismo? La respuesta es negativa, 
pues las autoridades están vinculadas 
de manera definitiva por las decisiones 
del órgano garante y ellas no tienen el 
derecho de apelar una decisión del órga­
no garante ante un tribunal federal. Esto 
ha quedado claramente establecido en 
la práctica, en la que diversos tribuna­
les han rechazado esta posibilidad tanto 
respecto de los órganos como de los fun­
cionarios.48 

En ambos casos, el diseño de los pro­
cedimientos debe responder a algunos 
principios básicos, entre los cuales pode­
mos señalar los siguientes: 
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- Simplicidad y rapidez; deben ser 
fáciles de realizar y no extender­
se por mucho tiempo. 

- Gratuidad, en tanto no debe co­
brarse por el trámite. 

- Suplencia en caso de error evi­
dente, es decir, que la autoridad 
y el órgano garante deben com­
pletar las solicitudes o recursos 
cuando tengan algún error o ele­
mento faltante y sea obvio de qué 
se trata. 

- Auxilio y orientación a los parti­
culares. 

- Claridad en las etapas procedi­
mentales, para evitar confusiones 
en los solicitantes. 

El Anexo 1 presenta un diagrama de 
flujo del procedimiento en el ámbito 
federal, y el Anexo 2 muestra algunos 
ejemplos prácticos de cómo realizar 
una solicitud de acceso a la informa­
ción. 

C. EL USO DE MEDIOS ELECTRÓNICOS 

El artículo tercero transitorio del De­
creto que reforma el artículo 6º obliga 
a la Federación, los estados, el Distrito 
Federal y los municipios con población 
superior a los 70 mil habitantes a con­
tar, dentro de los dos años siguientes 
a la entrada en vigencia de la reforma 
(el plazo venció el 20 de julio de 2009), 

con sistemas electrónicos para que cual­
quier persona pueda hacer uso remoto 
de los mecanismos de acceso y los pro­
cedimientos de revisión. Esta obligación 
tiene el propósito expreso de ampliar 
y facilitar las condiciones para el ejer­
cicio del derecho y resulta una inno­
vación muy importante en el diseño 
constitucional. 

~sta es una de las disposiciones 
más importantes de la reforma cons­
titucional, pues permite incrementar, 
median te el uso de la tecnología, el 
ejercicio del derecho de acceso a la in­
formación en todo el país. Este uso se 
originó a nivel federal, con la puesta en 
operación de una plataforma tecnoló­
gica desarrollada por el IFAI, que permite 
a cualquier persona, sin importar el lu­
gar donde se encuentre, presentar una 
solicitud de acceso a cualquier depen­
dencia federal. Fue una experiencia pio­
nera que incrementó notablemente las 
solicitudes de acceso. Así, para marzo 
de 2009 la Administración Pública Fe­
deral había recibido 379 917 solicitudes 
de información. Cerca de 96% de este 
universo se ha realizado a través de 
medios electrónicos.49 Estos datos con­
trastan con el número de solicitudes que 
se reciben en la mayor parte de las enti­
dades federativas, que es relativamente 
muy bajo y no pasa, en el mejor de los 
casos, de algunos cientos de ellas en 
todo un año; en gran parte, debido a las 
dificultades que existen para presentar 
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una solicitud de acceso y que supone zado un esfuerzo muy importante en 
el desplazamiento físico de la persona todo el país para que se adopte dentro 
a la unidad de enlace. Una experiencia del plazo constitucional el sistema In­
notable que muestra la capacidad de fomex, que permite justamente que los 
los medios electrónicos para ampliar ciudadanos realicen sus solicitudes de 
el ejercicio del derecho se encuentra acceso a través del Internet, generán­
en el Distrito Federal. En los primeros dose de hecho una ventanilla virtual. 
años se recibieron relativamente pocas Muchos estados cuentan ya con esta 
solicitudes {2 665 en 2004 y 4 359 en herramienta u otra equivalente y otros 
2005). A partir del establecimiento de están en proceso de implementarla. Es 
la plataforma tecnológica que permitió posible conocer más sobre este meca­
el uso de Internet para presentar soli- nismo en la página electrónica www. 
citudes, y después a través del teléfono, ínfomex.org.mx. 
los indicadores se dispararon. Así, en 
2007 se recibieron 19 044 solicitudes y 
en 2008, 41 164.5º 

La experiencia es así de contun­
dente. l\llí donde se pone a disposición 
del ciudadano la opción electrónica, el 
derecho de acceso a la información se 
expande [ ... ] pasa exactamente lo con­
trario en las zonas y los estados donde 
no ha existido este sistema: la curva de 
las solicitudes arranca, alcanza rápida­
mente su cima en algunas centenas 
de solicitudes, para luego descender 
inexorablemente".51 El IFAI ha reali-
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CAPÍTULO 

XI 11 

QUIÉN PROTEGE EL EJERCICIO DEL 
DERECHO: EL DISEÑO INSTITUCIONAL Y 
LOS ÓRGANOS GARANTES 
ANALIZAREMOS EN PRIMER TÉRMINO lA CUESTIÓN 
RELATIVA AL DISEÑO NECESARIO DENTRO DE CADA 
UNA DE lAS ORGANIZACIONES GUBERNAMENTALES 
para gestionar las solicitudes de acceso 
a la información, para posteriormente 
revisar algunas cuestiones relacionadas 
con los llamados órganos garantes del 
derecho de acceso a la información. 

A. EL DISEÑO 1 NTERNO 

El diseño institucional tiene que ver 
con la manera en que los sujetos obli­
gados por el derecho se organizan para 
poder responder a las solicitudes de 
acceso a la información que le hacen 
los ciudadanos. Ésta no es una cues­
tión sencilla por varias razones. En pri­
mer lugar, por la diversidad de órganos 
que tienen la obligación de responder. 
Ya hemos dicho que comprende todas 
las entidades gubernamentales, tanto 
federales como estatales o municipa­
les. Es decir, van desde la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público hasta las ofi­
cinas de todos y cada de los ayuntamien-

tos del país, pasando perlas congresos, 
los poderes judiciales o los institutos 
electorales. Es fácil entonces entender 
que la enorme diversidad en tamaño, 
recursos y funciones de los sujetos obli­
gados implica una enorme dificultad 
en cuanto a las formas en que cada 
uno de ellos debe organizarse para dar 
cumplimiento a sus obligaciones. 

Una segunda dificultad es que to­
dos y cada uno de los sujetos obligados 
tiene funciones sustantivas que cum­
plir; a las que se añade ahora una nue­
va obligación, que es la de organizar su 
información y disponer de los recursos 
necesarios para dar respuesta a las 
preguntas de los ciudadanos en plazos 
relativamente breves. Esto implica que 
cada órgano gubernamental debe usar 
recursos humanos, técnicos y financie­
ros para poder hacerlo de manera efi­
ciente y eficaz. 

Un tercer aspecto que debe consi­
derarse es el de la complejidad de la or­
ganización gubernamental en nuestro 
país. Es muy difícil que un ciudadano co­
mún pueda conocer al detalle las com-
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LOS ÓRGANOS GA­
RANTES TIENEN UNA 
PRIMERA FUNCIÓN 
QUE DERIVA DE LA 
CONSTITUCIÓN; CON­
SISTE EN RESOLVER 
LAS CONTROVERSIAS 
QUE SE DAN ENTRE LAS 
AUTORIDADES YLOS 
PARTICULARES CUAN­
DO LAS PRIMERAS 
NIEGAN O LIMITAN EL 
EJERCICIO DEL DERE­
CHO DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN, A LOS 
DATOS PERSONALES O 
LA RECTIFICACIÓN DE 
LOS MISMOS. 

petencias de las autoridades -es decir, 
quién hace qué en el gobierno- en par­
ticular por la existencia de tres órdenes 
de gobierno con responsabilidades dife­
rentes -el federal, el estatal y el munici­
pal-. A ello se suma que los ciudadanos 
no conocen ni utilizan la barroca termi­
nología burocrática y que existe así una 
dificultad importante para formular las 
solicitudes de información. 

¿Cuál debe ser entonces el dise­
ño institucional que permita salvar 
estas dificultades y alcanzar un buen 
nivel de acceso a la información? La 
experiencia muestra que conviene que 
cada órgano obligado cuente con una 
ventanilla u oficina especializada, a 
través de la cual cualquier persona 
pueda presentar sus solicitudes de ac­
ceso. Esto evita que el ciudadano tenga 
que hacer un peregrinaje interminable 
para encontrar al funcionario que debe 
tener la información que solicita. Esta 
ventanilla, con el tiempo, deberá ser el 
sistema Infomex a través de Internet o 
incluso un número telefónico que faci­
lite crear un canal de comunicación de 
uso sencillo, para que los ciudadanos 
formulen sus solicitudes de acceso. 

Ahora bien, esta ventanilla no debe 
limitarse a recibir las solicitudes de ac­
ceso, sino que su función debe consis­
tir también en gestionarlas, es decir, en 
darles trámite. En otras palabras, esta 
oficina debe ser la responsable de so­
licitar la información a las unidades 

administrativas competentes en cada 
sujeto obligado. De esta manera, la car­
ga de saber cuál es la competencia de 
cada oficina debe ser de la autoridad 
y no del ciudadano. Finalmente, esta 
ventanilla tiene una función adicional, 
que es la de dar apoyo y orientación a 
los ciudadanos para que formulen sus 
solicitudes de la manera más precisa 
posible. 

Para lograr lo anterior, conviene 
entonces que se creen en los diferen­
tes niveles de gobierno unidades ad­
ministrativas especializadas, a las que 
denominaremos genéricamente como 
"unidades de enlace" o "unidades de 
información", que permiten establecer 
una buena vía de comunicación entre 
el solicitante y la dependencia o enti­
dad. Los funcionarios de estas unida­
des deben convertirse en los "socios" 
y "gestores" de los ciudadanos frente 
al resto de las autoridades. Serían en 
gran medida actores centrales en la 
operación de la ley; pues de desempe­
ñar adecuadamente su función se con­
vertirían en facilitadores tanto para los 
ciudadanos como para las propias au­
toridades. 

Junto con las unidades de infor­
mación también es deseable, como lo 
muestra la práctica, contar con una 
instancia de decisión del mayor nivel 
jerárquico posible al interior de cada 
dependencia gubernamental, que ten­
dría la responsabilidad de asegurar que 
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se adopten las prácticas y políticas 
necesarias para hacer efectiva la ley y 
adaptarla a las necesidades, recursos 
y funciones específicas de cada suje­
to obligado. Estas instancias, a las que 
denominaremos genéricamente "co­
mités de información", pueden tener 
entre otras las siguientes funciones: 
supervisar la operación de las unida­
des de información; expedir las reglas 
y procedimientos internos para que se 
responda rápidamente a las solicitudes 
de información; resolver los problemas 
relacionados con la clasificación de in­
formación; asegurar la documentación 
de las actividades de la entidad; esta­
blecer y conducir la política de archi­
vos y transparencia al interior de cada 
sujeto obligado. Conviene que estas 
instancias sean cuerpos colegiados de 
al menos tres funcionarios, de manera 
tal que tengan la autoridad y legitimi­
dad necesarias para generar una polí­
tica de transparencia en ese organismo 
y cuenten con capacidad para asegurar 
una coordinación y ejecución efectiva 
de sus determinaciones. 

El diseño institucional específico 
debe responder a las condiciones y re­
cursos locales, pues resulta obvio que 
no es lo mismo, por ejemplo, los esta­
dos de Colima o Aguascalientes que los 
de Jalisco o Nuevo León. De hecho, las 
diferentes leyes de acceso del país con­
tienen diversos modelos. Convendrá en 
un futuro próximo evaluarlos de ma-

nera comparada y objetiva, para estar 
en condiciones de identificar cuáles re­
sultan más eficientes en el desempeño 
de su función. 

Conviene concluir con dos ideas. 
La primera es que no existe un modelo 
idóneo o único; las condiciones y ne­
cesidades locales, así como la volun­
tad política de las autoridades son un 
factor determinante en el diseño. La 
segunda es que un diseño adecuado 
facilita el ejercicio del derecho y gene­
ra incentivos para que los organismos 
gubernamentales modifiquen sus ruti­
nas y generen auténticas políticas de 
transparencia. 

B. LOS ÓRGANOS GARANTES 

No basta con tener un buen diseño 
institucional en los diferentes gobier­
nos para asegurar el cumplimiento del 
derecho de acceso a la información. 
Tanto por razones políticas como or­
ganizacionales, su ejercicio suele en­
contrar dificultades importantes que 
incluyen la resistencia al cambio de los 
funcionarios que se sienten amena­
zados o no comparten los valores que 
supone el ejercicio de este derecho. 
Por ello, el Constituyente Permanente 
ideó la creación de órganos u organis­
mos especializados e imparciales, con 
autonomía operativa, de gestión y de 
decisión, responsables de garantizar 
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LA EXPERIENCIA 
MUESTRA QUE 
RESPECTO DE LOS 
ESTADOS Y EL DISTRITO 
FEDERAL CONVIENE LA 
CREACIÓN DE UN SOLO 
ORGANISMO QUE VELE 
POR EL EJERCICIO DEL 
DERECHO REFERENTE 
A TODOS LOS SUJETOS 
OBLIGADOS. 

el derecho de acceso a la información. 
Estas entidades, a las que llamaremos 
genéricamente "órganos garantes", de­
ben existir en cada uno de los estados 
del país; quizá la más conocida es el 
Instituto Federal de Acceso a la Infor­
mación Pública o IFAI. 

Los órganos garantes tienen una 
primera función que deriva de la Cons­
titución; consiste en resolver las contro­
versias que se dan entre las autoridades 
y los particulares cuando las primeras 
niegan o limitan el ejercicio del derecho 
de acceso a la información, a los datos 
persenales o la rectificación de los mis­
mos. Esto se hace mediante el procedi­
miento de revisión al que nos referimos 
previamente en la sección XI de este 
Cuaderno. Además de esta función, los 
órganos garantes pueden tener otras, 
entre las que podemos destacar las si­
guientes: 

- La regulatoria, relacionada con 
la expedición de los criterios o li­
neamientos que reglamentan los 
diversos aspectos técnicos de su 
ejercicio (por ejemplo, los crite­
rios de clasificación de informa­
ción o los lineamientos para el 
archivo de documentos). 

- La de supervisar el cabal cumpli­
miento de las leyes de acceso a 
la información por parte de los 
sujetos obligados. 

- La de promoción del ejercicio del 

derecho de acceso a la informa­
ción. 

- La de proteger y promover la pro­
tección de datos personales. 

- La de sanción, cuando se les otor­
gan facultades para sancionar a 
los servidores públicos que des­
obedezcan la ley. 

- Las subsidiarias en materia mu­
nicipal, es decir, la de suplir a los 
municipios en el cumplimento 
de las obligaciones que les impo­
ne la ley cuando éstos no tienen 
las capacidades necesarias (hu­
manas, materiales o financieras) 
para hacerlo. 

No todos los órganos garantes en los 
diferentes estados tienen las mismas fa­
cultades y, generalmente, combinan al­
gunas de las anteriores. A pesar de al­
gunas objeciones en el sentido de que 
pueden ser considerados como "juez y 
parte" al sustentar todas estas faculta­
des, la práctica ha demostrado que en 
realidad es mejor agrupar todas estas 
funciones en la misma entidad, pues 
le permite mayor eficiencia en su fun­
ción de garantizar el ejercicio del de­
recho de acceso a la información. Por 
otra parte, cualesquiera que sean sus 
facultades, los órganos garantes deben 
tener ciertas características precisadas 
en el texto constitucional. La primera 
de ellas es la especialización, y supone 
que el órgano tenga como única fun-
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ción la materia del derecho de acceso 
a la información y la protección de los 
datos personales. Así, este atributo -la 
especialización- excluye que los tribu­
nales de lo contencioso administrativo, 
o incluso las comisiones de Derechos 
Humanos, puedan ser los órganos res­
ponsables de solucionar los recursos 
de revisión. La especialización sugiere 
también que debería establecerse la 
creación de un servicio civil de carrera 
para los funcionarios de estos organis­
mos. 

La segunda característica es la in­
dependencia. Es un mandato claro que 
busca asegurar la imparcialidad de sus 
decisiones e impedir la subordinación 
-jurídica, orgánica o política- a cual­
quier otra autoridad en el ámbito de su 
competencia. Para asegurar esta inde­
pendencia, la Constitución les otorga 
tres autonomías específicas: operativa, 
de gestión y de decisión. 

El propio Constituyente expuso en 
el dictamen el contenido de estas auto­
nomías: "operativa, que consiste en la 
administración responsable con crite­
rios propios; de gestión presupuestaria 
que se refiere a la aprobación de sus 
proyectos de presupuestos y ejercer su 
presupuesto con base en los principios 
de eficacia, eficiencia y transparencia 
sujetándose a la normatividad, la eva­
luación y el control de los órganos co­
rrespondientes [ ... ] y, finalmente, la de 
decisión, que supone una actuación 

basada en la ley y en la capacidad de 
un juicio independiente debidamente 
fundado y motivado, al margen de las 
autoridades en turno".52 

Una cuestión estrechamente rela­
cionada con la independencia es la inte­
gración de los órganos. En esta materia, 
una primera observación es la conve­
niencia de una integración colegiada, 
de tres a cinco miembros, en función 
de las cargas de trabajo. Esto es así por­
que un diseño colegiado permite una 
mejor toma de decisiones, animada 
por un debate entre los integrantes, y 
permite resistir de manera más efecti­
va las ineludibles presiones polítícas a 
las que se ven sujetos estos órganos. 

El segundo aspecto tiene que ver 
con las personas que integran estos ór­
ganos.Aquí debe considerarse tanto las 
calidades y capacidades de esas perso­
nas como el proceso para designarlas. 
El perfil de los integrantes de los órga­
nos garantes debe incluir consideracio­
nes tales como el conocimiento de la 
materia de la ley, la experiencia profe­
sional, la edad, la reputación y el buen 
juicio, la independencia respecto de las 
autoridades constituidas y los partidos 
políticos, y la capacidad probada para 
conducirse con imparcialidad y plena 
responsabilidad. 

En cuanto al procedimiento de se­
lección, éste debe ser claro, transparente 
y objetivo. La experiencia muestra que 
es deseable la participación de al me-
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RESULTA CONVENIENTE 
QUE LAS LEYES DE 
ACCESO CONTENGAN 
UN CATÁLOGO BIEN 
ESTRUCTURADO DE 
LAS CONDUCTAS 
ADMINISTRATIVAS QUE 
AMERITEN UNASAN­
CIÓN, POR CONSTITUIR 
VIOLACIONES A LOS 
DERECHOS DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN Y 
PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES. 

nos dos poderes en la designación de 
las personas que tendrán la responsabi­
lidad de integrar a los órganos garantes. 
Es decir que, por ejemplo, el gobernador 
los proponga y los ratifique el Congre­
so del estado, o bien que el Poder Ju­
dicial del estado proponga ternas y 
que la elección final recaiga en el go­
bernador. Además, resulta altamente 
recomendable que en el proceso de 
designación tengan participación las 
organizaciones de educación superior 
y de la sociedad civil. Finalmente, es 
deseable que los integrantes del órgano 
garante tengan garantías de inamovili­
dad por el periodo para el que fueron 
designados, es decir, que solo puedan 
ser removidos de su encargo por una 
causa grave establecida previamente 
en la ley; normalmente una violación 
importante en el cumplimiento de sus 
obligaciones_ 53 

En la práctica encontramos diver­
sos modelos de órganos garantes que 
responden a las diferentes condiciones 
de los sujetos obligados. La experiencia 
muestra que respecto de los estados y 

el Distrito Federal conviene la creación 
de un solo organismo que vele por el 
ejercicio del derecho referente a todos 
los sujetos obligados. Ésta ha sido, de 
hecho, la tendencia en la mayor parte 
de los estados en que se han creado 
institutos o comisiones independientes 
y que, en ocasiones, alcanzan el nivel 
de organismos constitucionales autó­
nomos.54 Esta situación no es igual en 
la Federación, donde conviene tener un 
organismo para la Administración Pú­
blica Federal, que es el IFAI, y órganos 
para cada uno de los sujetos obligados. 
Por ejemplo, la Comisión de Informa­
ción de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, integrada por tres ministros 
de ese tribunal, o del Comité de Trans­
parencia y Acceso a la Información del 
Instituto del Fondo Nacional de la Vi­
vienda para los Trabajadores (INFONA­
VIT), integrado por un representante 
de los trabajadores, otro de los patro­
nes y uno del gobierno. 
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CAPÍTULO 

XIV 

¿Y QUÉ SUCEDE SI LAS AUTORIDADES 
NO CUMPLEN CON LO QUE DISPONE 
LA CONSTITUCIÓN? 
lA FRACCIÓN VII DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL AR· 
TfCULO 6° CONSTITUCIONAL ESTABLECE QUE lA IN· 
OBSERVANCIA A LAS DISPOSICIONES EN MATERIA 
DE Acaso A lA INFORMAOÓN PÚBLICA DEBERÁ 
SER SANOONADA. Esta disposición no deja 
de ser peculiar en el texto constitucio­
nal, pues resulta una obviedad que la 
violación al ejercicio de un derecho fun­
damental requiere de una sanción. Al 
respecto, el dictamen de la Cámara de 
Diputados dice: "la iniciativa quiere 
evitar la generalización de leyes imper­
fectas cuyo incumplimiento no tiene 
consecuencias"55• El concepto es loable, 
pero es cierto para cualquier ley. Quizá el 
Constituyente Permanente quiso enfati­
zar la importancia de aplicar sanciones a 
los funcionarios públicos en esta materia 
para desincentivar conductas contrarias 
al derecho de acceso a la información. 
Sin embargo, también es cierto que se 
trata de un problema general aplicable a 
todos los derechos, y que el país requiere 
urgentemente de mecanismos efectivos 
que reduzcan la impunidad. 

Técnicamente, la Constitución esta­
blece un doble mandato para el legisla-

dor.56 Por un lado, que las leyes establez­
can las conductas que deben cumplir los 
servidores públicos en materia de acceso 
a la información y protección de datos 
personales y, por otro, las sanciones 
que correspondan a quienes no observen 
dichas conductas. Por ello resulta con­
veniente que las leyes de acceso conten­
gan un catálogo bien estructurado de las 
conductas administrativas que ameriten 
una sanción, por constituir violaciones a 
los derechos de acceso a la información y 
protección de datos personales. 

Entre otras conductas de los servi­
dores públicos que ameritan una sanción 
mencionaremos, por ejemplo, negarse 
intencionalmente a entregar informa­
ción, actuar con negligencia en el trámite 
de solicitudes de acceso a la información 
o desobedecer las órdenes de los órganos 
garantes. La ley debe indicar también las 
sanciones correspondientes, que pueden 
incluir la amonestación, multas, la sus­
pensión o incluso la inhabilitación de los 
servidores públicos, dependiendo de la 
gravedad de la falta cometida. En todo 
lo anterior hay un amplio consenso. El 
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problema se plantea respecto de quién 
debe aplicar las sanciones. Al respecto 
hay dos posiciones. 

La primera de ellas considera que 
los órganos garantes, siguiendo el ejem­
plo de varias leyes estatales, 57 deben 
contar con facultades sancionatorias, 
las cuales deben incluir la destitución 
y la inhabilitación de los servidores pú­
blicos. Se argumenta que es una con­
dición indispensable para un adecua­
do funcionamiento de estos órganos, 
pues se considera que solo la amenaza 
efectiva de la aplicación de sanciones 
puede vencer en las resistencias de los 
servidores públicos a entregar la infor­
mación. 

La segunda posición considera que, 
cuando identifiquen probables respon­
sabilidades, los órganos garantes deben 
limitarse a dar vista a las autoridades 
competentes -normalmente las con­
trolarías u órganos internos de con­
trol- , quienes serían los responsables 
de iniciar los procedimientos adminis­
trativos de sanción. En su caso, se ha 
propuesto que, para esas autoridades, 
exista una obligación de informar a los 
órganos garantes el resultado de esos 
procedimientos y que esta informa­
ción debería ser pública. 

Considero que la aplicación de san­
ciones administrativas por los órganos 
garantes resulta problemática. Ello se 
debe a que ésta es una actividad técni­
camente muy compleja58 y los obliga-

ría a contar con un cuerpo técnico de 
abogados, especializado en la materia, 
así como a destinar un número signi­
ficativo de recursos para este propó­
sito, mismos que podrían dedicarse a 
otras cuestiones más urgentes y nece­
sarias. En segundo término, pone a los 
órganos garantes en una situación de 
conflicto potencial con los sujetos obli­
gados, condición que afecta necesaria­
mente a otra de sus funciones, que es 
la de conducir y facilitar su proceso de 
cambio organizacional y cultural para 
cumplir con los propósitos del derecho 
de acceso a la información. Finalmen­
te, la aplicación de sanciones tiene in­
negables connotaciones políticas que 
podrían dificultar innecesariamente la 
operación de estos órganos. Por ello, con­
siderados los riesgos, nos parece que los 
órganos garantes deben tener únicamen­
te la capacidad de interponer denuncias 
en la materia y, en su caso, hacer pública 
esta situación. 
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CAPÍTULO 

XV 

PROSPEOIVA DEL DERECHO DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN 

¿CÓMO EVAWAR LO LOGRADO POR lA REFOR­
MA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE ACCESO A 
lA INFORMACIÓN? El panorama presenta 
claroscuros. Una reflexión de conjunto 
permite mostrar signos positivos, défi­
cits importantes, algunas amenazas, y 
en todo caso un largo camino por re­
correr para consolidar este derecho en 
la vida y la práctica institucional del 
país. Consideremos algunas dimensio­
nes del asunto que, como todo cambio 
trascendental, obliga a un análisis cui­
dadoso que requiere de matices y vi­
sión de largo plazo. 

La reforma constitucional, logra­
da con un amplio consenso de los ac­
tores políticos y sociales, es sin duda 
un éxito en sí misma. Permitió llevar 
a nivel constitucional el derecho de ac­
ceso a la información en México, y con 
ello consolidar una batalla por ampliar 
los derechos de los mexicanos que se 
inició en 197Z Muchos actores partici­
paron en este movimiento que formó 
parte del proceso de democratización y 
cambio político del país. 

Pero también es preciso reconocer 
que no basta consagrar derechos en 
la Constitución para cambiar la reali­
dad. Es necesario traducir las normas 
constitucionales en leyes, y después en 
instituciones, procedimientos, rutinas 
que efectivamente funcionen de ma­
nera eficiente. Aún más lejos, la refor­
ma constitucional implica un cambio 
profundo en la cultura política tanto 
de los gobernantes como de los ciuda­
danos, cultura que debe enraizar en 
las convicciones democráticas y en el 
entramado institucional que genere una 
auténtica rendición de cuentas. Anali­
cemos brevemente algunas de estas di­
mensiones. 

En el campo legislativo, la reforma 
constitucional generó una modifica­
ción importante en la mayor part.e de 
las leyes de transparencia y acceso a 
la información del país. Al momento de 
escribir este Cuaderno, la mayor part.e 
de las entidades federativas ha modifi­
cado o reformado su legislación en la 
materia. Análisis preliminares mues-
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tran que, en el conjunto, la mayor par­
te de las leyes mejoraron su diseño y se 
aproximan al estándar constitucional, 
si bien existen aún aspectos que reque­
rirán ajustes posteriores. Resulta dificil 
hacer una ley perfecta. Lo que sí se re­
quiere son mecanismos de evaluación 
continua que permitan identificar lo 
que funciona bien y lo que debe modi­
ficarse para hacer el ejercicio del dere­
cho más efectivo. 

Pero el diseño legal no lo es todo. Es 
necesario además considerarlas capaci­
dades institucionales, los recursos téc­
nicos y humanos, y el entorno cultural 
en que se da en la práctica el ejercicio 
del derecho de acceso a la información. 

En cuanto a las capacidades ins­
titucionales, es importante reconocer 
que muchos de los órganos garantes 
del país tienen un diseño que poco fa­
vorece su labor y. con mucha frecuen­
cia, recursos insuficientes para hacerlo 
correctamente. Por otro lado, no bas­
ta tener órganos garantes consolida­
dos y fuertes. El derecho de acceso a la 
información supone una modificación 
profunda de la manera en que las de­
pendencias y entidades del país, en los 
tres Poderes y en los ámbitos federal, 
estatal y municipal, crean, gestionan y 
utilizan la información. Se trata de un 
cambio que implica una nueva concep­
ción y una nueva organización de la in­
formación gubernamental, orientada a 
maximizar su uso público en beneficio 

de las propias organizaciones públicas 
y de los ciudadanos. Supone modificar 
rutinas, crear archivos, usar tecnolo­
gías de la información. Entender, en fin, 
que la información es un instrumento 
clave para el diseño, aplicación y eva­
luación de las políticas públicas. 

Para lograr lo anterior, se requie­
ren recursos humanos capacitados para 
poner en práctica las leyes de acceso 
a la información, en particular en ma­
teria de archivo y gestión documental. 
Lamentablemente, tenemos un déficit 
grave en esta materia. El sistema edu­
cativo del país y los gobiernos deben 
hacer un enorme esfuerzo para gene­
rar, en un lapso relativamente corto, 
estos recursos, sin los cuales resultaría 
ilusorio pensar que es posible tener un 
acceso efectivo a la información guber­
namental. Tumbién resultan necesa­
rios recursos financieros para soportar 
el cambio organizacional y tecnológico 
que supone una gestión moderna de la 
información. En un entorno de recur­
sos escasos y muchas necesidades, es 
obvio que quienes toman decisiones 
deben tener una clara convicción de la 
importancia que tiene la información, 
para darle la prioridad necesaria. El 
asunto es sencillo: sin buena informa­
ción, resulta imposible tener buenas 
políticas públicas. 

Más allá de los aspectos técnicos y 
jurídicos, el derecho de acceso a la in­
formación está vinculado a una nueva 
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cultura política ligada a la rendición 
de cuentas. La democracia se ejerce 
plenamente solo cuando existen ciuda­
danos capaces de exigir una adecuada 
rendición de cuentas, y funcionarios y 
políticos convencidos ética y política­
mente de la necesidad de rendir cuentas. 

Sin embargo, aunque parezca sen­
cilla, la idea de rendir cuentas es ex­
tremadamente compleja y su ejecución 
supone un entramado institucional ela­
borado y articulado que no es sencillo 
de construir. En este sentido, vale la 
pena advertir que el derecho de acceso 
a la información, y aun la transparen­
cia-entendida como una política orien­
tada del Estado para producir y emplear 
sistemáticamente información como 
un recurso estratégico- son condicio­
nes necesarias, pero no suficientes para 
alcanzar una auténtica rendición de 
cuentas que fortalezca el ejercido cabal 
de las responsabilidades de políticos y 
funcionarios. 

En los años recientes varias refor­
mas constitucionales han generado nue­
vas condiciones que permiten afirmar 
que estamos en el proceso de formación 
de un nuevo sistema de rendición de 
cuentas que está en gestación. 59 La re­
forma al artículo 6º constitucional es 
parte de este movimiento, quizá una 
de sus piedras angulares. Sin embargo, 
la conformación de este sistema obliga 
a numerosas reformas legales, y sobre 
todo a una vocación definida para es-

tablecer y manejar, de manera cohe­
rente y viable, mecanismos efectivos 
de rendición de cuentas. Los desafíos 
organizacionales para lograr esto son 
muchos y variados, y requieren que 
todos los niveles de gobierno y todos 
los Poderes se involucren en la tarea. 
Éste es el tamaño del reto que tenemos 
enfrente, pero también el tamaño de la 
democracia que queremos y que todos 
debemosconstnrir. 
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1 Sergio López Ayllón es profesor investigador de la División de Estudios Jurídicos del Centro de 
Investigación y Docencia Económicas (CIDE). En la elaboración de este cuaderno se retomaron, 
con modificaciones, ideas expuestas anteriormente, en particular en el ensayo "La reforma y sus 
efectos legislativos. ¿Qué contenidos para la nueva generación de leyes de acceso a la información 
pública, transparencia y datos personales?" en Pedro Salazar, coord., El derecho de acceso a la 
información en la Constitución Mexicana. Razones, significados y consecuencias, México, UNAM­
IFAI, 2008. Tumbién se utilizaron ampliamente conceptos contenidos en el Código de Buenas Prác­
ticas y alternativas para el diseño de Leyes de 'ltansparencia y Acceso a la Información Pública en 
México, México, UNAM-IFAI-C!DE, 200Z 

2 El texto original de la Declaración francesa de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de 1789 
puede consultarse en http://www.cervantesvirtual.com/Ficha0bra.html?Ref=10937 

3 El texto completo de la Declaración Universal de los Derechos Humanos puede consultarse en 
http://www.cinu.org.mx/onu/documentos/dudh.htm 

4 Así lo establece el artículo 133 de la Constitución. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
establecido en diversas ocasiones que los tratados y convenciones internacionales firmadas por el 
presidente de la República y ratificados por el senado son parte del derecho mexicano. 

5 El artículo 13.1 de la Convención establece: "Tuda persona tiene derecho a la libertad de pensa­
miento y expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informacio­
nes e ideas de toda índole, sin consideraciones de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en 
forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento a su elección". 

6 El artículo 19.2 del Pacto establece que: "Tuda persona tiene derecho a la libertad de expresión; 
este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda ín­
dole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, 
o por cualquier otro procedimiento a su elección". 

7 Turnado de Sergio López Ayllón. "El derecho a la información como derecho fundamental" en Jor­
ge Garpizo y Miguel Carbonen coords., Derecho a la información y derechos humanos, México, 
UNAM, 2000, p. 163. 

8 Para conocer los antecedentes y debates legislativos del artículo 6º constitucional puede consul­
tarse la obra Los Derechos del Pueblo Mexicano. México a través de sus constituciones, séptima 
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edición, México, Cámara de Diputados - Miguel Angel Porrúa, 2006, en particular los tomos XVI 
y XXI. También véase Sergio López Ayllón. "Notas para el estudio de las libertades de expresión e 
imprenta en México" en Estudios en homenaje a Don Manuel Gutiérrez de ~lasco, México, UNAM, 
2000, pp. 495-554. 

9 Véase Semanario Judicial de la Federadón. Octava tpoca. Segunda Sala, tomo X, agosto de 1992, 
p. 44. Para ampliar sobre el tema véase José Ramón Cossío Díaz."El derecho a la información en 
las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia de México" en Anuario de Derecho Constitucional 
Latinoamericano, 2002, pp. 305-332. 

10 Véase semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena tpoca. Pleno, tomo IX, abril de 
2000, p. 72. 

11 Para un recuento detallado de estas sentencias véase Cossío Díaz, op cit. supra nota 9; Sergio 
López Ayllón. Democrada y acceso a la información, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación, 2005; Suprema Corte de Justicia de la Nación, El derecho a la información, Méxi­
co, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2000. 

12 Para un recuento detallado de esta situación véase Sergio López Ayllón y Maria Marván Laborde, 
coords. La transparencia en la República: un recuento de buenas prácticas, México, CIDE-IFAI, 
2007; Merino, Mauricio, "Muchas políticas y un solo derecho" en Democracia, transparencia y 
Constitución. Propuestas para un debate necesario, ed. por Sergio López Ayllón, México, UNAM­
Instituto Federal de Acceso a la Información Pública, 2006, pp. 127-156. 

13 Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la Función Pública con Pro­
yecto de Decreto que reforma el articulo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2207-II, martes 6 de marzo 
de200Z 

14 Conviene mencionar que el artículo segundo transitorio del Decreto de Adiciones al artículo 6º 
constitucional otorgó a la Federación, los Estados y el Distrito Federal el plazo de un año para rea­
lizar las modificaciones necesarias a las leyes de transparencia vigentes. Este plazo venció el 20 de 
julio de 2008. Para enero de 2009, 23 entidades federativas habían ya reformado sus leyes y cinco 
adicionales consideraron que éstas se ajustaban a las bases y principios del articulo 6° constitu­
cional. Así, cuatro estados y la propia Federación no habían realizado las reformas pertinentes. 
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15 Existe un debate terminológico sobre la manera de referirse a los derechos garantizados en la cons­
titución. Asf, se les denomina "garantías individuales", "derechos humanos•, "libertades públicas• o 
"derechos fundamentales". No es materia de este Cuaderno entrar en esta cuestión y en las múltiples 
diferencias de matiz entre estos conceptos. Preferimos utilizar el ténnino derechos fundamentales de 
manera uniforme en el texto, en el entendido que, para efectos prácticos, puede ser considerado como 
sinónimo de las expresiones "derechos humanos" o "garantías individuales" 

16 En nuestra explicación seguimos de manera muy simplificada las ideas de RobertAlexi contenidas 
en su reconocido e importante libro Thona de los derechos fundamentales , traducción de Ernesto 
Garzón Valdés, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1997, y que ya hemos expuesto en el 
trabajo de Sergio López Ayllón. "El derecho a la información como derecho fundamental" en Jorge 
Carpizo y Miguel Carbonen coords .. op. cit. supra nota 7. p. 163, del cual retomamos la exposición 
de esta sección. 

17 Para profundizar en estos mecanismos puede consultarse Carla Huerta Ochoa. Mecanismos cons­
titucionales para el control del poder político, 2a. ed., México, UNAM, 2001. 

18 Sobre estos amparos véase Sergio López Ayllón y Ricardo Salgado. "El poder judicial y la transpa­
rencia. Crónica de un derecho en construcción" en Reforma Judicial. Revista Mexicana de Justicia, 
núm. 8, 2006, pp. 113-136. 

19 Al respecto Fernández Ramos ha escrito: "el secreto administrativo cumple con una clara función 
de separación de la Administración en relación con la sociedad [ ... ] El dominio de la regla del 
secreto administrativo es tan consustancial al sistema, que no pareció necesario imponerlo en 
una norma general: sencillamente se sustenta en la ausencia de una regla de comportamiento 
general y objetiva, así como en el impreciso deber estatutario de discreción de los empleados 
públicos. Ahora bien, la ausencia de una interdicción general a la Administración a comunicar a 
los ciudadanos los documentos que estén en su poder [ ... ] determina que más que de u n principio 
general de secreto deba hablarse de una discrecionalidad amplísima para admitir o denegar ~n 
cada caso- el acceso a la documentación administrativa. El resultado natural de esta discreciona­
lidad es, por un lado, el de una administración "pudorosa•, que aparece formalmente como celosa 
guardiana de las informaciones relativas a su organización y a su actividad [ ... ]pero es también, 
al mismo tiempo y no en menor medida, una administración "confidente" para con los grupos con 
conexiones internas en el aparato administrativo"Véase Femández Ramos, Severiano. El derecho 
de acceso a los documentos administrativos, Madrid, Marcial Pons, 1997, p. 21. 
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20 Véase Jesús Rodríguez Zepeda. Estado y transparencia: un paseo por la filosofía política, México, 
Instituto Federal de Acceso a la Información Pública, 2004, (Serie Cuadernos de 'Itansparencia 
núm.4) 

21 Jesús Rodríguez Zepeda, op. cit supra, p. 39. Para profundizar en esta cuestión véase Kant, Em­
manuel, La paz perpetua, México, Porrúa, 1972. Una problematización del asunto en David Luban. 
"El principio de la publicidad" en Tuoría del diseño institucional, ed. por Robert Goodin, Barcelona, 
Gedisa, 2003, pp. 197-250. 

22 Para ampliar sobre el contenido de la prueba de daño véase Sergio López Ayllón y Alejandro Po­
sadas. "Las pruebas de daño e interés público en materia de acceso a la información. Una pers­
pectiva comparada" en Derecho Comparado de la Información, número 9, enero-jurúo de 2007, 
pp. 21-65. 

23 Sobre esta cuestión véase Merino, Mauricio. "La transparencia como política pública" en Más allá 
del acceso a la infrirmación. 7tansparencia, rendición de cuentas y Estado de derecho, ed. por John 
M. Ackerman, México, Siglo XXI Editores, 2008, pp. 240-262. 

24 Semanario Judicial de la kderación y su Gaceta, Novena fpoca, Tribunales Colegiados de Circuito, 
XVII, abril de 2003, p. 1066 (tesis: l.7o.A.213 A). 

25 Véase la tesis S3ELJ-58/202, revista/usticia Electoral2003, suplemento 6, pp. 17-19. 

26 Otros estados que han hecho lo propio son Baja California Sur, Coahuila, Colima, Morelos, San Luis 
Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tiaxcala, Zacatecas yveracruz. 

27 Véase Juicio para la Protección de los Derechos Político Electorales del Ciudadano, Expediente 
SUP-]DC--041/2004 Jorge Arturo Zárate vs. Comisión del Consejo en materia de Transparencia y 
Acceso a la Información del Consejo General del !FE. 

28 Esta materia escapa al objeto de este cuaderno. Para los interesados en el tema recomendamos 
revisen Luis Emilio Giménez Cacho. La transparencia y los derechos laborales, México, Instituto 
Federal de Acceso a la Información Pública, 2008 (Serie Cuadernos de 'ltansparencia núm. 12, 
disponible en http://www.ifaí.orgrrur/Publicaciones/publicaciones). 

29 Véase, por ejemplo, el estupendo libro de severiano Femández Ramos, El derecho de acceso a los 
documentos administrativos, Madrid, Marcial Pons, 199Z 
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30 Para un diagnóstico puntual véase Diagnóstico sobre la situación arrhivística de las dependencias 
y entidades de la Administración Pública Federal: 2007, México, IFAI, 2008, disponible en formato 
electrónico en http://www.ifai.orgmx/ConservacionArchivos/diagnostico. 

31 Nos referimos en particular a la norma ISAD (G) Norma Internacional General de Descripción 
Archlvística. 

32 Véase la Guía Simple de Archivos en http://www.ifai.org.:rruc/ConservacionArchlvos. 

33 Es necesario advertir que la reforma al artículo 6º constitucional concurre con otras que implican 
la generación de diferentes tipos de indicadores orientados a la gestión por resultados (presu­
puesto basado en resultados y programas de mejora de la gestión, entre otros). Resulta, por ello, 
crucial considerar que los "indicadores de gestión• a los que se refiere el artículo 6° constitucional 
no tienen como propósito generar las cadenas causales de esas reformas dirigidas a obtener de­
terminados resultados, ni deben servir para evaluar el desempeño. Por ello deben ser construidos 
con una lógica distinta. 

34 El Dr. David Arellano, profesor investigador del CIDE, considera que un proxy es un artefacto me­
todológico que busca encontrar una medición aproximada respecto de un fenómeno multicausal. 
Los praxis son aproximaciones de elementos estratégicos: es decir, que aunque miden algo apro­
ximado, ese algo, se arguye plausiblemente (a través de evidencias y datos, por ejemplo), resulta 
ser de gran significación o peso. Cuando se utiliza un proxy. no se asume que se está núdiendo el 
fenómeno completo ni la complejidad total, sino simplemente que se cuenta con una medición 
de una parte del fenómeno que, a la postre, resulta una parte sustantiva o estratégica que ofrece 
una buena aproximación de lo que puede estar pasando en el fenómeno complejo, y que puede 
sostenerse con evidencia. 

35 Nueve hlstorias famosas de corrupción del mundo entero, en que el acceso a la información ha 
sido un elemento fundamental para traerlas a la luz pública, han sido compiladas por Pedro Sa­
lazar en el libro El poder de la transparencia. Nueve derrotas a la opacidad, México, UNAM-!FAI, 
2007. del cual recomendamos ampliamente su lectura. 

36 Este caso ha sido ampliamente documentado en Helena Hofbauer Balmori, "El caso Previda: los 
alcances del acceso a la información vs. los límites de la rendición de cuentas" en El poder de la 
transparencia. Nueve derrotas a la opacidad, ed. por Pedro Salazar, México, UNAM-IFA!, 2007. pp. 
219--259. 
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37 Véanse, por ejemplo, las excepciones contenidas en Tuby Mendel, et al. A Model Freedom oflnfor­
mation Law. London, Article XIX and Centre far Policy Alternatives, 2001. Una visión comparada 
de estas excepciones en más de 60 países en David Banisar. Freedom of Information Around the 
World 2006. A Global Survey of Access to Government Infonnation Law; Privacy Intemational, 
2006 (disponible en www.privacyintemational.org/foi/survey). 

38 Sobre esta cuestión véase Sergio López Ayllón y Alejandro Posadas, op. cit. supra nota 22. 

39 Véase Banisar, op. cit supra nota 3Z 

40 Véanse los artículos 502 y 503 del Código de Buenas Prácticas y Alternativas para el Diseño de 
Leyes de Transparencia y Acceso a la Información disponible en httpJ/www.ifai.org.mx/Publica­
ciones/publicaciones. 

41 Véase Semanario Judicial de Ja Federación y su Gaceta. Primera Sala, t. XXV!, julio de 2007, p. 272. 

42 Véase Isabel Davara. "Breve análisis de la reforma constitucional al arúculo 6º constitucional en 
lo relativo a protección de datos personales• en Hacia una democracia de contenidos: Ja reforma 
constitucional en materia de transparencia, ed. por Jorge Bustillos y Miguel Carbonen, México, 
UNAM-llJ, 2007, pp. 71-95. 

43 El artículo 8 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea establece que:"l.Tuda 
persona tiene derecho a la protección de los datos de carácter personal que la conciernan. 2. Es­
tos datos se tratarán de modo leal, para fines concretos y sobre la base del consentimiento de la 
persona afectada o en virtud de otro fundamento legítimo previsto por la ley. Tuda persona tiene 
derecho a acceder a los datos recogidos que la conciernan y a su rectificación. 3. El respeto de 
estas normas quedará sujeto al control de una autoridad independiente". 

44 El nuevo texto del artículo 16 constitucional establece que:"1bda persona tiene derecho a la pro­
tección de sus datos personales, así como al derecho de acceder a los mismos, y en su caso, obte­
ner su rectificación, cancelación y manifestar su oposición en los términos que fijen las leyes. La 
ley puede establecer supuestos de excepción a los principios que rigen el tratamiento de datos, por 
razones de seguridad nacional, de orden, seguridad y salud públicos o para proteger los derechos 
de tercero•. Al momento de escribir este texto, la reforma se encuentra en proceso de aprobación 
en las legislaturas de las entidades federativas, junto con otra que reformó la fracción XXIX del 
artículo 73 constitucional, para otorgarle al Congreso Federal la facu ltad de legislar "en materia de 



75

protección de datos personales en posesión de particulares". Una vez aprobada esta reforma, los 
datos personales en posesión de los órganos gubernamentales serian materia local, mientras que 
aquellos en posesión de sujetos privados, tales como bancos, aseguradoras, tiendas comerciales, 
proveedores de servicios, etc. serían materia federal. 

45 Para una visión completa de la legislación comparada e internacional en la materia véase la 
página de la Agencia Española de Protección de Datos en www.agpd.es, en particular la sección 
de legislación. 

46 En la exposición de los principios y los derechos en materia de datos personales retomamos lo 
expuesto en Sergio López Ayllón. "La reforma y sus efectos legislativos. ¿Qué contenidos para la 
nueva generación de leyes de acceso a la información pública, transparencia y datos personales?" 
en Pedro Salazar. coord., op. cit supra nota l, pp.18 y 19. 

47 Isabel Davara, op. cit. supra nota 42, p. 78. 

48 "Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI). Las personas morales oficiales obli­
gadas por aquel órgano a proporcionar información solicitada por los particulares carecen de 
legitimación para promover el juicio de amparo•, Semanario judidal de la Federación y su Gaceta, 
novena época, t. XIX, febrero de 2004, p. 1073, tesis I./7o.A.272 A.; "Instituto Federal de Acceso a 
la información Pública (IFAJ). Los miembros de los Comités de Información de las Dependencias 
o Entidades de la Administración Pública carecen de interés jurídico para promover el juicio de 
amparo contra resoluciones de aquél" Semanario Judicial de la ~deradón y su Gaceta. Novena 
fyoca. Tribunales Colegiados de Circuito. Tumo XXII, julio de 2005, p. 1453, Tusis aislada I.4o.A.486 
A (registra V?,928). 

49 Fuente: Instituto Federal de Acceso a la Información Pública, sección estadísticas, www.ifai.org. 
mx Acceso abril de 2009. 

50 Fuente: Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, Informe de Labores 2008. 

51 Ricardo Becerra, "Internet llega a la Constitución" en El derecho de acceso a la información en la 
Constitución Mexicana. Razones, significadas y cansecuendas, coord. por Pedro Salazar, México, 
UNAM-IFAI, 2008, p. 82. 
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52 Dictamen de las Conúsiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la Función Pública con Pro­
yecto de Decreto que reforma el artículo 6" de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2207-II, martes 6 de marzo 
de200Z 

53 El Código de Buenas Prácticas y Alternativas para el Diseño de Leyes de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública en México, en sus artículos 1307 a 1320, contiene un modelo que considera 
tanto las características de los integrantes de un órgano garante, como el procedimiento y las ga­
rantías que deben tener, que puede servir de ejemplo en esta materia. Disponible en h t tp://www. 
ifai.or~mx/Publicaciones/publicaciones. 

54 Este es el caso, por ejemplo, de los estados de Baja California sur, Campeche, Chihuahua, colima, 
DF, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Estado de México, Morelos, Nayarit, Nuevo 
León y Tiaxcala. 

SS Dictamen de las Conúsiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la Función Pública con Pro­
yecto de Decreto que reforma el arúculo 6" de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2207-II, martes 6 de marzo 
de200Z 

56 Miguel Carbonen. El régimen constitucional de la transparencia, México, UNAM, 2008, p. 60. 

57 Este es el caso, por ejemplo, de las leyes de Morelos, Chihuahua, Aguas calientes, Estado de México, 
Michoacán, Nayarit, Quintana Roo, San Luis Potosí, Tubasco, Tiaxcala, Veracruz, Yucatán, entre 
otros. 

58 Miguel Carbonen, op. cit supra, nota 56, pp. 60-80, hace un estupendo análisis de esta cuestión 
que muestra las dificultades técnicas que enfrenta la aplicación de sanciones administrativas. 

59 Véase Sergio López Ayllón y Mauricio Merino. Rendir cuentas: las tareas pendien tes, México, Se­
cretaría de la Función Pública, 2009. 



77



78



79

El acceso a la 
lnfarmac:l6n 
como un derecho 
fundamental 

Accián. de incanstitu.cionalidad. Es un mecanismo de defensa de la Constitución. Se interpone cuando se 
considera que una norma aprobada por un órgano legislativo no respeta lo que establece la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Amparo. Es un juicio que puede interponer una persona ante un juez de distrito cuando considera que 
una autoridad ha violado sus derechos fundamentales (o garantías individuales). 

Clasificad6n de informac:i6n. Procedimiento mediante el cual una autoridad determina que cierta 
información debe considerarse como reservada o confidencial. 

Código de Buenas Pnicticas. El Código de Buenas Prácticas y Alternativas para el Diseño de Leyes de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública en México, documento elaborado de manera conjunta 
por el IFAI, la Conferencia Mexicana de Acceso a la Información Pública (COMAIP), un grupo importante 
de organizaciones no gubernamentales y académicos de la UNAM, el CIDE y el ITAM, en el cual se 
propone un conjunto de buenas prácticas en materia de acceso a la información y datos personales, 
así como alternativas concretas para el diseño de las leyes de acceso a la información en México. Puede 
consultarse en http://www.ifai.org.mx/Publicaciones/publicaciones. 

Comitéii de irúormaci6n. órganos generalmente col.egi'.ados que supervisan al interior de cada organismo o 
dependencia gubernamental el cumplimiento de las leyes de transparencia y acceso a la información. 
Sus funciones varlan en cada estado de la República. 

Constitución. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Es la ley fundamental que 
contiene los derechos de las personas que residen en México, así como las reglas de organización y 
división del poder. 

Constituyente Permanente. Es el órgano facultado para reformar la Constitución. Está integrado por 
la mayoría calificada de los miembros de las Cámaras de Diputados y Senadores federales y al menos 
16 legislaturas estatales. 

Datos personales. La información concerniente a una persona física identificada o identificable, por 
ejemplo, el nombre asociado al domicilio, patrimonio, cuenta de correo electrónico, origen étnico o 
racial, ideología, religión o creencia, estados de salud físicos o mentales, preferencias sexuales, huella 
digital, ADN, fotografía, o número de seguridad social. 
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Derecho a la información. Es la libertad de cualquier persona de conocer de manera activa 
(investigando) o pasiva (recibiendo) las ideas, opiniones, hechos o datos que se producen en la sociedad, 
que les penniten formarse una opinión. 

Deiecho ele aa:eso a la inbmadán. Es un derecho fundamental que consisre en la prerrogativa que tiene 
cualquier persona de solicitar a una autoridad el acceso a un documento, así como la obligación 
correlativa de esa autoridad de entregarlo en el plazo establecido en la ley (generalmente un mes o 
menos). 

Derechos fundamentales. Son ámbitos de libertad que la Constitución reconoce a las personas frente al 
Estado. Ningún derecho fundamental es absoluto y todos reconocen límites que deben estar contenidos 
en la propia Consstitución. Aunque existen diferencias conceptuales y técnicas, para efectos de este 
trabajo los consideramos como sinónimos de garantías individuales o derechos humanos. 

Documentos. Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia oficial, 
acuerdos, directivas, directrices, circulares, convenios, contratos, instructivos, notas, memorandos, 
estadísticas o cualquier otro registro en posesión de los sujetos obligados y sus servidores públicos, 
sin importar su fuente o fecha de elaboración. El registro puede estar en cualquier medio, entre otros 
escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico (tomado del Código de Buenas 
Prácticas). 

Expedien11!. Un conjunto de documentos relacionados (tomado del Código de Buenas Prácticas). 

Garantías individuales. Véase derechos fundamentales. 

Infomex. Sistema que pennite formular solicitudes de acceso a la información y de acceso y corrección 
de datos personales a través de Internet. Disponible en www.infomex.org.mx. 

Información. Los hechos, datos, noticias o acontecimientos. Para efecto del derecho de acceso a la 
información, debe entenderse la contenida en los documentos que los sujetos obligados generen, 
obtengan, adquieran, transformen o conserven por cualquier título, o bien aquella que por obligación 
legal deban de generar (tomado del Código de Buenas Prácticas). 

Información conficlencial. Aquella que se refiere a la vida privada o los datos personales de las 
personas. Esta información no tiene el carácter de información pública. 
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lnfonnaci6n reservada. Aquella que por disposición de una ley, puede sustraerse temporalmente 
del conocimiento público porque su divulgación dañaña un interés público protegido, tales como 
la seguridad y defensa nacionales; la seguridad pública; la estabilidad económica o financiera; 
la conducción de las relaciones internacionales; la vida, seguridad o salud de las personas; las 
relacionadas con las acciones de aplicación de las leyes; las que afecten el patrimonio de las entidades 
públicas, y las relacionadas con el proceso deliberativo de los servidores públicos. 

Instituto Federal de Acceso a la Infonnaci6n Pública. Es el órgano garante a n ivel federal. Su 
competencia se limita a la Administración Pública Federal. 

Obligaciones de transparencia. La información que por disposición legal deben publicar en Internet 
los sujetos obligados. 

órganos garant.es. Los órganos u organismos responsables de asegurar el ejercicio del derecho de 
acceso a la información. Debe crearse por ley al menos uno por cada entidad federativa. Se les conoce 
generalmente como Comisión o Instituto de Acceso a la Información, y en la mayoña de los casos son 
órganos colegiados. Quizá el más conocido es el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública 
~FAI). 

Principio de máxima publicidad. Establece que las autoridades ~egislativas, administrativas o judiciales} 
que apliquen o interpreten el derecho de acceso a la información deben favorecer la publicidad de la 
información, en particular en caso de duda. 

Principio de publicidad. Establece que toda la información en posesión de cualquier autoridad, 
entidad, órgano u organismo federal, estatal o municipal es pública. 

Prueba de daño. Es la demostración argumentativa mediante la cual se motiva que la divulgación 
de cierta información puede causar un daño probable y especifico a un interés juñdico tutelado, por 
ejemplo, la vida, salud o la seguridad de una persona. 

Recurso o procedimiento de revisión. Procedimiento mediante el cual una persona puede acudir ante 
un órgano garante cuando una autoridad le negó el acceso a un documento previamente solicitado. 

Recursos públicos. No existe una definición legal de este concepto. En general, se refiere al dinero que 
obtiene y gasta el Estado, y que obtiene en parte de los impuestos que pagan los ciudadanos o de la 
explotación o aprovechamiento de los bienes propiedad del Estado. 
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Rendici6n de cuentas. Literalmente significa entregar o dar cuentas ante alguien. Conceptualmente 
implica una relación entre dos actores (A y B), en la que A está formalmente obligado a informar, explicar 
y justificar su conducta a B (con respecto a R). En esta relación, B tiene la facultad de examinar la 
conducta de A y cuenta con instrumentos para vigilarlo e incidir en su comportamiento -vía sanciones 
o incentivos. Así, en la concepción más elemental de la rendición de cuentas hay siempre, al menos: 
a) dos sujetos involucrados, b) un asunto sobre el que se rinden cuentas, relacionado necesariamente 
con una responsabilidad asumida por el primer sujeto (en el sentido de responder por lo que se ha 
hecho o dicho) y, e) un juicio o una sanción emitida por el segundo sujeto (tomado de López Ayllón y 
Merino, 2009). 

Solicitud de acceso a la información. Es el documento o formato en el cual una persona le pide a una 
autoridad que le entregue un documento. Las solicitudes pueden ser hechas a través de un medio 
electrónico como Internet, a través de Infomex. 

Sujetos obligad.os. Son las autoridades, entidades, órganos u organismos federales, es tales y municipales 
obligados por el derecho de acceso a la información. Incluyen a los poderes ejecutivos, legislativos 
y judiciales, los ayuntamientos y consejos municipales, los órganos con autonomia constitucional 
(institutos electorales y comisiones de derechos humanos), los tribunales administrativos, las 
universidades públicas, los organismos descentralizados, las empresas estatales o municipales, los 
fideicomisos públicos, entre otros. En algunos estados incluyen también a los partidos políticos. 

Suprema C'.ortl! de ]uldicia de la Nación. Es el máximo tribunal del país y está integrada por once ministros. 
Entre sus funciones destaca la de ser el último intérprete de la Constitución y, por ello, sus resoluciones 
o sentencias son definitivas e inatacables. 

Transparencia. Es una política pública orientada a maximizar el uso social de la información de los 
organismos gubernamentales. No debe confundirse con el derecho de acceso a la información. 

Unidades de infonnaci6n o de enlace. Unidades administrativas responsables de dar tránúte a las 
solicitudes de acceso a la información y de orientar a las personas en el ejercicio del derecho. 

Versión pública. Un documento o expediente en el que se elimina o testa la información clasificada 
como reservada o confidencial, para permitir su acceso (tomado del Código de Buenas Prácticas). 
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El •cceso • i. 
lnform•d6n 
como un derecho 
fund•mentlil 

ANEXO 1: CÓMO SOLICITAR INFORMACIÓN POR INTERNET 

·-

(GOBIERNO FEDERAL) 

...... 

1. Ingresa a INFOMEX y en el módulo 
'"registrate aQui", llena los espacios en 
blanco para solicitar la información par 

lnt~nel 

1 Y SI NO TE RESPONDEN ... ACUDE AL IFAI 

rl cllJ 
'-i lfal 

1 h1p:1.'Y,..,,w_ifai.org_mxi 1 

Ing resa a la pág l"ta del 1rAJ y da cite en 91 
l'lolón "A<:<:Alm al l'li~tPmfl rlf'o ffi<".f!JlC'.IÓfl {1fl 

~l r.11il!1f:~, J'lilrftVl':flfir.ílr lilfíllt11 rl r: 

rc ':.ipuc ,;l¡¡" y l ltm<1 kr~ t.:~!lc.;r..J"~ <.:n IJlttrl'.:LI. 

... PRESENTAR ANTE EL IFAI UN RECURSO DE REVISIÓN 

Recuerda Que 
flfmM; l~<ll11s 

<1R:r.p1 1~MnuR 

lfl rk:pr.nflr.nciri 

le rc~pond10, 
pura pi;. .. -.A!ular el 

•• 

1 Ingresa¡¡¡ INFOMEX. captura b.J nombre de usuario 'i 
oorrtra!'l~a. !'leleGciona la opción "ro:ic1tude!I de 

infonnación que pueden corwer!Jrse en un recurso de 
revisión" y llena los espacios en blanco. 

2. Después de 20 día$. 
milx imo, obtienes la 

información. 

3_ Obtiene~ una 
respue~ 

2. Después de 3 meses 
obtienes la info11T1aci6n. 

............ 
: SJIAnfl9l'Jmfl AI 

1 

infonnoción no te 

~t11ur1 mudi'i..:u1 

lus daros 
persona'es no ....... ~ 
mlomur.ión fllKl 

~r¡tmn'.rn . t r! 

dieron un 

• documento que no 
• so 'ic1tasteo te 

d i1'lffin q11ft /~ 

informJtí:iOOR<;. 

• m•,o"JN~cfa y tfl no 

: ~:.:QUÓ, . """""' 
. . ............ 
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El acceso ala 
lnformacl6n 
coma un derecha 
fundamental 

EJEMPLOS DE SOUOTUDES DE ACCESO 

Presentamos en seguida un conjunto de 
preguntas hechas a las autoridades por 
ciudadanos, que ejemplifican el uso del 
derecho de acceso a la información, así 
como sugerencias de cómo formularlas 
de manera más precisa. 
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PREGUNTA COMENTARIOS 

1. Solicito información de las instituciones públicas Para ser precisa y referirse a un documento, la pre-
y privadas que tienen el permiso de la Secretaria gunta podria formularse corno sigue: Solicito copia 
de Salud para la colecta y preservación de células simple de los permisos que ha otorgado la Secreta-
madres y cordón umbilical, con nombres y clirec- ria de Salud a las instituciones públicas o privadas 
dones de ellas. para recolectar células madres o cordón umbilical, 

en donde se indique nombre y dirección de esa ins-
titución. 

2. Sí la SSA provee de servicios gratuitos a la pobla- Este es un ej ernplo típico de una pregunta en la que 
ción no asegurada, ¿de qué le sirve a esta inscribir- no se solicita un documento y que podría ser con-
se en el Seguro Popular y pagar una cuota? De todas testada por las autoridades de salud en Internet, 
formas, los servicios se otorgan en las mismas uni- mediante una política de transparencia orientada 
dades de salud de la SSA. 2. ¿Thmbíén participan o a informar al público. Aun así, la pregunta podría 
participarán las unidades del ISSSTE o IMSS en el ser formulada de la manera siguiente: Solicito el 
futuro? documento en el que se expliquen las ventajas de 

inscribirse en el Seguro Popular, así corno cualquier 
documento en el que se haya evaluado la posibili-
dad de incorporar a las unidades del !SSSTE o IMSS 
en el futuro. 

3. Se solicita el desglose de la partida 3804 Congre- Pregunta bien formulada en la que un ciudadano 
sos y Convenciones, Nombre del congreso, Lugar solicita el desglose de los gastos ejercicios con cargo 
donde se llevó a cabo, Tipo de Gasto (viáticos, has- a una partida determinada. Para ser más precisa 
pedaj es, transportación aérea y terrestre, alimen- la pregunta podría formularse como sigue: Docu-
tos, mobiliario, etc.), Monto. mento en el que se desglose la partida 3804 [ ... ] in-

cluyendo las facturas que comprueben los gastos 
realizados por cada rubro solicitado. 

4. ¿Cuántos programas sociales son manejados por Esta es una pregunta muy amplia cuya generalidad 
Sedesol y cuáles han sido los resultados de estos hace dificil que el solicitante obtenga una respues-
programas, en términos generales, desde su origen ta concreta. Sugerirnos que, en estos casos, la pre-
a la fecha? gunta se haga de manera más puntual, o bien una 

serie de preguntas que permitan formular otras 
más concretas. Por ejemplo: Documento en que se 
presenten los resultados del Programa Oportuni-
dades durante el ejercicio fiscal 2008, así corno los 
documen tos en los que se haya evaluado dicho pro-
grama conforme las reglas de operación del mismo. 
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PREGUNTA COMENTARIOS 

S. Solicito copia simple del padrón de beneficiarios Pregunta bien formulada que permite que el soli-
de oportunidades en el estado de Sinaloa, donde se citante obtenga la información precisa que solicita. 
precise nombre de cada beneficiario, localidad, fe- Nótese que el propio solicitante pide que se excluyan 
cha desde que recibe la ayuda y monto de la misma los datos personales. 
(no necesito datos personales, como direcciones y 
teléfonos). 

6. Llsta de todos los oficios, acuerdos y, en general, Esta es también una pregunta bien formulada, pues 
cualquier acto administrativo que haya sido firma- se refiere a un conjunto de documentos identifica-
do, suscrito, emitido, rubricado y en general en que bles por un periodo de tiempo determinado. Nótese, 
haya participado el Coordinador de Asuntos Jurí- sin embargo, que el número de documentos que se 
dices del Fideicomiso Público ProMéxico, desde el solicita puede ser muy grande, por lo que conven-
día uno de enero de dos mil ocho hasta el día 25 de dria ser más precisos en función de la información 
septiembre de dos mil ocho. que se esté buscando. 

Z ¿Cuál es el proyecto de la Norma Mexicana para Esta pregunta solicita el acceso a un documento 
Regularización de Empresas Virtuales y Comercio bien identificado, por lo cual resulta pertinente. 
Electrónico en Internet? ¿Cuáles son los motivos Sin embargo, es probable que por tratarse de una 
expuestos para el proyecto? norma en proceso de elaboración, pudiera ser re-

servada por la autoridad por considerarla parte de 
un proceso deliberativo. En ese caso, la autoridad 
deberá hacer una prueba de daño. 

8. Proporcionar tabulador regionalizado para do- La primera parte de esta pregunta está correcta-
centes de educación básica y para docentes de mente formulada. Sin embargo, la pregunta final 
educación media. Desglose de municipios que se no hace referencia a un documento. Por ello podría 
encuentran en las zonas I, II y III ¿Por qué existen formularse como sigue: Copia del documento con 
las diferencias salariales entre las zonas 1, II y III? base en el cual se determinaron las diferencias sa-

lariales entre las zonas I, II y III. 





El acceso a la información como un derecho fundamental: 
La reforma al artículo 6" de la Constitución mexicana 

se terminó de imprimir en el mes de diciembre de 2015 en los talleres gráficos de 
Impresora y Encuadernadora Progreso, S.A. de C.V. 

Tiraje: 7,400 ejemplares 
Edición a cargo de: 

Dirección General de Promoción y Vinculación con la Sociedad. 




